


















































MARCO LEGAL E INSTITUCIONAL
Leyes para la igualdad de las mujeres
La Constitución Nacional sancionada en 1992 consagró al más alto nivel la igualdad
de derechos entre mujeres y hombres, creando el marco legal para la adecuación de
las leyes y normas que atentan contra este derecho, al establecer en el artículo 48
que: “El hombre y la mujer tienen iguales derechos civiles, políticos, sociales, eco-
nómicos y culturales. El Estado promoverá las condiciones y creará los mecanismos
adecuados para que la igualdad sea real y efectiva, allanando los obstáculos que
impidan o dificulten su ejercicio y facilitando la participación de la mujer en todos
los ámbitos de la vida nacional”.
Han transcurrido desde entonces once años en los que, tanto las organizaciones de
mujeres como la Secretaría de la Mujer de la Presidencia de la República, trabajaron
–en ocasiones, incluso en forma conjunta– para que la legislación se ajuste a la
nueva constitución. Así, entre las leyes más importantes, creadas o modificadas en
este periodo, están:
• La Ley N° 1/92 que modificó parcialmente el Código Civil, principalmente en
los artículos relacionados con los derechos de familia y la igualdad de dere-
chos de las mujeres en el matrimonio.
La igualdad de las mujeres y los desafíos
ante el nuevo gobierno
Ofelia Martínez - Myrian González
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Desde los años noventa, la igualdad y la no discriminación hacia las
mujeres han sido los ejes de lucha y conquista de las organizaciones
de mujeres en el Paraguay. Así hoy se cuenta con un marco jurídico
que garantiza, en general, la protección de los derechos humanos de
las mujeres. Sin embargo, como se decía el año pasado, los avances
legislativos no están acompañados de cambios culturales. Persiste la
discriminación de las mujeres en distintos ámbitos. La alta tasa de
mortalidad materna, los actos de violencia hacia las mujeres, la baja
participación política y el desempleo femenino son los principales
problemas que deberían ser priorizados por el Estado para que sea
una realidad la igualdad, la inequidad y la justicia para hombres y










































• La Ley N° 34/92 que creó la Secretaría de la Mujer de la Presidencia de la
República (SMPR), con rango ministerial.
• La Ley N° 496/95 del Código Laboral que incorporó la igualdad y no discrimi-
nación de las mujeres en el ámbito del trabajo.
• La Ley N° 834/96 del Código Electoral que estableció el 20% de participación
mínima de las mujeres en las listas para cargos electivos.
•  La ley N° 1160/97 del Código Penal que incorporó la perspectiva de género
en el discurso jurídico, tipificando como delito el acoso sexual y la violencia do-
méstica, entre otros actos graves, cuyas principales víctimas son las mujeres.
• La Ley N° 1.600/00 Contra la violencia doméstica, que incluyó medidas de
carácter urgente para las víctimas en el ámbito familiar.
• Ley Nº 1680/01 del Código de la Niñez y la Adolescencia.
• La Ley N° 1.863/02 del Estatuto Agrario que estableció varias medidas para la
igualdad de las mujeres, tanto en el acceso a la tierra como al crédito y otros
beneficios en el ámbito rural.
Los tratados y convenios internacionales vinculados con los derechos de la mujer,
ratificados y promulgados por el Estado paraguayo son: la Ley N° 1215/86 que rati-
fica la Convención sobre la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación con-
tra la Mujer (CEDAW); la  Ley N° 1683/01 que ratifica el Protocolo Facultativo de la
CEDAW, que permite denuncias individuales ante el Comité de la CEDAW, y la Ley N°
605/95 que ratifica la Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradi-
car la Violencia contra la Mujer (Belem do Parã).
Con relación a las novedades legislativas del año 2003 se destacan la aprobación de
la Ley Nº 2.263 sobre el régimen de jubilaciones y pensiones, que iguala a trabajado-
ras y trabajadores en los beneficios que brinda la seguridad social, y la Ley Nº 2.134
que ratifica el Protocolo Facultativo de la Convención sobre los Derechos del Niño
relativo a la Venta de Niños, la Prostitución Infantil y la Utilización de Niños en la
Pornografía.
Como se ve, el Paraguay cuenta con un marco jurídico favorable para la no discrimina-
ción de las mujeres. Sin embargo, estos avances contrastan con la realidad, pues muchas
leyes no se cumplen, con lo cual la igualdad real dista mucho de la igualdad legal.
La institucionalidad de género en el Estado
El cambio de gobierno ocurrido en agosto de 2003 produjo, como es costumbre, la
renovación de autoridades en las distintas secretarías de Estado. Sin embargo, en el
caso de la Secretaría de la Mujer de la Presidencia de la República, el hecho generó
temor en las organizaciones de mujeres, debido a la inminente salida de Cristina
Muñoz, quien estuvo dirigiendo este organismo estatal prácticamente desde su crea-
1 Cristina Muñoz fue la primera ministra de la Mujer. Renunció en junio de 1998 para ocupar una banca en el Senado.
Fue nombrada nuevamente titular de la Secretaría de la Mujer en abril de 1999, después del cambio de gobierno


















































ción en 19931. La preocupación provenía del miedo a que la persona que la reem-
plazara priorizara proyectos de tipo asistencial y dejara de lado las políticas de igual-
dad de género, que son el objetivo principal por el cual se creó dicho organismo2. A
ello se suma la amenaza de la existencia de un anteproyecto de ley de Organización
de la Administración Central del Estado (Ley de Ministerios), que desde el año pasa-
do se encuentra en tratamiento en el Congreso. Según esta propuesta, varios minis-
terios, entre ellos la Secretaría de la Mujer, desaparecerían, y sus funciones pasarían
a formar parte de un Ministerio de Desarrollo Social y Humano.
Sin embargo, la creación de otras instancias públicas que tienen entre sus fines
principales la equidad de género, es signo de afianzamiento de la institucionaliza-
ción del género en el Estado, que incluso avanza paulatinamente hacia la descentra-
lización. Actualmente, la Secretaría de la Mujer ya no es el único organismo preocu-
pado por  llevar adelante las políticas y programas de género. Este año se crearon la
Comisión de Equidad Social y Género en la Cámara de Diputados –que se suma a la
existente en la Cámara de Senadores–, y la Comisión  Asesora Permanente de Género
y Equidad en la Junta Municipal de Asunción. Además, existen Secretarías de la Mu-
jer a nivel departamental, y a nivel local cada vez son más los municipios que incor-
poran espacios similares.
Asimismo, con relación a las políticas públicas de equidad de género, en mayo de
2003, la Secretaría de la Mujer presentó el II Plan Nacional de Igualdad de Oportu-
nidades entre Mujeres y  Hombres 2003-2007 que, aunque no tenga fuerza de ley, es
la máxima expresión de lo que debería ser una política de género integral en el
Estado paraguayo. Su objetivo general, basado en la misión de la Secretaría de la
Mujer, es “[...] promover la incorporación de la perspectiva de género en la elabo-
ración, coordinación, ejecución, seguimiento y evaluación de las políticas públicas,
a través de instrumentos normativos eficientes y acciones dirigidas a eliminar todas
las formas de discriminación de género, así como la igualdad de oportunidades y
resultados, favoreciendo la democratización de la sociedad”3. Este Plan presenta
nueve ámbitos específicos de acción: I) Igualdad de derechos entre mujeres y hom-
bres, II) Cultura de igualdad, III) Acceso a recursos económicos y al trabajo, IV)
Equidad en la educación, V) Salud integral, VI) Una vida libre de violencia, VII) Un
ambiente sano y sustentable, VIII) Participación social y política en igualdad de opor-
tunidades, y IX) Descentralización efectiva. Cada uno de estos ámbitos están recorri-
dos a su vez por ejes transversales: a) derechos, b) pobreza, c) ciclos de vida y d)
área rural. Para el logro del objetivo general, en cada ámbito se han establecido
varias líneas de acción: denuncia, sensibilización,  capacitación, difusión, cambio en
las normativas, fomento a las iniciativas, estudio e investigación y empoderamiento.
2 La actual ministra de la Mujer nombrada por el presidente Nicanor Duarte Frutos es María José Argaña, quien apoyó
la candidatura de Frutos como integrante de la Coordinación de Mujeres del Proyecto Nicanor  -  Castiglioni 2003.
3 Secretaría de la Mujer de Presidencia de la República (2002). II Plan Nacional de Igualdad de Oportunidades entre










































DERECHOS CIVILES Y POLÍTICOS
Derecho a la participación política y ciudadana
Los resultados de las elecciones generales realizadas en abril de 2003 indican que
persiste la desigualdad de la participación política entre hombres y mujeres. En
primer término, según datos del Registro Cívico Electoral estaban habilitadas para
elegir autoridades menos mujeres que hombres (46,9% y 53% respectivamente),
aunque la cifra de participación femenina ha aumentado levemente con respecto a
las elecciones nacionales de 19984. En segundo término, resalta la desigualdad al
analizar las listas partidarias para las elecciones internas, que es el nivel donde se
aplica la cuota mínima obligatoria del 20% de participación femenina establecida en
el Código Electoral. Así, de un total de 5.916 candidaturas inscriptas en la Justicia
Electoral, las mujeres representaron apenas el 30,3%5. Esto es más grave si conside-
ramos que del total de mujeres que se postulan a cargos electivos, aproximadamente
la mitad queda en el camino.
Tres aspectos destaca Clyde Soto del análisis de las cifras de participación femenina
en las internas partidarias: 1) que aunque mínimo, hay un aumento progresivo de
mujeres; 2) que existe una  tendencia  generalizada en el sentido de que cuanto
mayor poder en juego, menos mujeres y cuanto más espacios disputados, hay más
mujeres y, finalmente 3) que los partidos tradicionales son menos permeables a la
presencia femenina6. En tercer término, el otro aspecto que muestra la desventaja de
las mujeres en comparación con los hombres, es el de los resultados electorales. De
un total de 636 cargos disputados sólo el 14,5% ha sido ganado por mujeres; como
se ve, en esta instancia nuevamente se repite el hecho de que la mitad de las mujeres
que se candidatan acceden a los cargos postulados, en tanto en el caso de los hom-
bres, los resultados se dan a la inversa. Esto se debe a que más mujeres que hombres
ocupan lugares de  relleno en las listas, es decir, sin posibilidades reales de acceder
a los cargos que postulan. En este periodo, el Congreso Nacional cuenta con un
10,4% de mujeres: 11,1% en el Senado y 10% en la Cámara de Diputados. En cuanto
a los cargos uninominales, todas las posibilidades que podrían tener las mujeres se
reducen al mínimo. Hasta ahora ninguna mujer ha accedido a la presidencia y tam-
poco a la vicepresidencia de la República, y de 17 gobernaciones, por primera vez una
mujer ha sido electa gobernadora, lo que representa el 5,9% del total7.
La magnitud de la exclusión femenina es evidente, aunque en cada periodo se obser-
ve un leve aumento en los porcentajes de participación. No queda dudas de lo insu-
ficiente de la cuota mínima, sobre todo porque sólo se aplica para las listas
4  PROMUR/GES, Konrad Adenauer. La Otra Mitad. Año 3, Nº 9, marzo/abril/mayo 2003. Asunción,  pág. 11.
5 Las cifras se basan en las listas de candidaturas publicadas en internet por el Tribunal Superior de Justicia Electoral
(TSJE), http://www.tsje.gov.py/bancas/index.htm [abril 2003].




















































primigenias, y además, en muchos casos la norma no se cumple a cabalidad.  A esto
hay agregar, como ya se dijo más arriba, que apenas la mitad de las mujeres que se
postulan a cargos electivos, logran acceder a ellos. En el área de participación social
y política, el II Plan de Igualdad de Oportunidades 2003 – 2007 se ocupa del tema al
proponer como objetivo general “lograr el acceso equitativo y la participación en
igualdad de oportunidades para mujeres y hombres en las estructuras de poder y los
procesos de toma de decisiones”8, y una de sus líneas de acción es el de proponer
cambios normativos. En este sentido, a mediados del año 2003, el Defensor del
Pueblo, Manuel María Páez Monges, presentó a la Cámara de Diputados un proyecto
de modificación de la Ley Nº 834/96 del Código Electoral con relación al artículo 32,
inc. “r” referido a la cuota de participación de las mujeres, proponiendo una cuota
no inferior al 50% en las listas para cargos electivos, con lo cual –de aprobarse
dicha propuesta– aumentaría el porcentaje mínimo establecido para las mujeres
que actualmente es del 20%.
Acciones para la igualdad de las mujeres
Desde la sociedad civil también se han promovido acciones en el afán de reivindicar
y exigir derechos e igualdad de oportunidades para las mujeres. En octubre de 2002
la Coordinadora Nacional de Organizaciones de Mujeres Trabajadoras Rurales e In-
dígenas (CONAMURI), elevó una propuesta presupuestaria al Parlamento, sobre una
base de 500 millones de dólares a ser obtenidos de recortes de gastos superfluos del
Estado, que serían destinados a proyectos de desarrollo en el ámbito rural9. En di-
ciembre de ese mismo año, la Coordinadora por los Derechos Humanos del Para-
guay (CODEHUPY) y el Sistema de Naciones Unidas emprendieron una campaña por
la no discriminación en Paraguay bajo el lema “Todos tenemos los mismos dere-
chos: no discrimines”. La misma abordó la discriminación, específicamente desde
los derechos de las mujeres, de los pueblos indígenas y de las personas con diferen-
te orientación sexual, y fue difundida a nivel nacional a través de diversos medios de
comunicación.
En febrero de 2003, a raíz de una vacancia producida en la Corte Suprema de Justi-
cia, se realizaron dos campañas para promover la inclusión de una mujer en esa alta
instancia judicial. “Mujeres a la corte ¡Ya!” se denominó la campaña impulsada por
la Asociación de Abogadas del Paraguay (ADAP) y “Mujeres a la Corte: Es justicia”
fue la promovida en conjunto por la CODEHUPY, Decidamos y la Coordinación de
Mujeres del Paraguay (CMP)10. A pesar de la fuerte presión generada con estas dos
campañas, ninguna mujer fue electa, con lo cual la Corte continúa siendo totalmente
masculina, como lo ha sido desde su creación en 1870. La CODEHUPY promovió un
recurso de amparo fundamentado en que la decisión violaba el principio constitu-
cional declarado en el artículo 47 inciso 3 sobre “la igualdad para el acceso a las
funciones públicas no electivas, sin más requisitos que la idoneidad”.
8 Secretaría de la Mujer de la Presidencia de la República (2002), op. cit., pág. 77.
9 Villalba M., Verónica (2002). Unidas por la justicia y la igualdad. Segundo Congreso Nacional y Marcha de la CONAMURI,
en Informativo Mujer, Año 14, Nº 159, Asunción, CDE, págs. 16 - 17.










































En marzo, en el marco de la conmemoración del día internacional de la mujer, la
CMP elevó un manifiesto dirigido a los candidatos y la candidata a la presidencia de
la República, en el que expresaba entre otros puntos, la necesidad de que el progra-
ma de gobierno debe tender hacia el cumplimiento de los derechos humanos de
mujeres y hombres, incluyendo los derechos sexuales y los derechos reproductivos,
y la vigencia de “un Estado laico que promueva la igualdad de género y la equidad
social, la democracia representativa, participativa e incluyente, en la que todas las
personas tengan acceso a la justicia”11. Además, solicitaba a los partidos políticos a pen-
sar en el problema de la inseguridad, teniendo en cuenta “el derecho a una vida libre de
violencia para las mujeres en las calles, en las casas y en los lugares de trabajo”12.
Poco antes de la asunción del nuevo gobierno, el Foro Permanente de Organizacio-
nes de Mujeres elaboró y publicó el perfil que debía tener la persona designada
como ministra de la Mujer13, y solicitó al presidente electo una reunión para la
entrega del mismo. Por otro lado, Aireana - Grupo por los derechos de las lesbianas,
preparó algunas propuestas relacionadas con la inclusión de las mujeres lesbianas
en el II Plan Nacional de Igualdad de Oportunidades entre Mujeres y Hombres 2003-
2007, para presentar a la nueva ministra, a quien propondrían trabajar en forma
conjunta en la elaboración de un anteproyecto de ley contra todo tipo de discrimina-
ción, y en la modificación de la ley que prohíbe las uniones civiles de las parejas del
mismo sexo14. Estas propuestas fueron elaboradas en el marco de una campaña de
alerta en acción emprendida por Aireana y la Comisión Internacional de Derechos
Humanos de Gays y Lesbianas (IGLHRC), para apoyar las declaraciones de María José
Argaña, nueva titular de la Secretaría de la Mujer, quien en un programa de la radio FM
Trinidad había afirmado que apoyaría la unión civil de lesbianas. Ni el Foro Permanente
de Mujeres ni el Grupo Aireana fueron recibidas por las autoridades señaladas.
Derecho a la protección judicial
La Plataforma de Acción de Beijing establece medidas para garantizar la igualdad y la
no discriminación de las mujeres ante la ley y en la práctica (párr. 232). Se trata
tanto de disposiciones jurídicas como administrativas. En Paraguay hubo un gran
avance en cuanto a las primeras, sin embargo, “permanecen restricciones muy gra-
ves para toda la población en el acceso, la administración y el cumplimiento de las
garantías de justicia”15. Uno de los problemas, aunque no es el principal ni el más
11 Coordinación de Mujeres del Paraguay (CMP), Manifiesto de la CMP a los Candidatos y a la Candidata a la Presiden-
cia de la República, CMP, Asunción, 8 de marzo de 2003.
12 Ibíd.
13 El perfil señalaba que la ministra debía “poseer conciencia de género, una trayectoria conocida de lucha por la
igualdad de las mujeres, ser profesional idónea para incorporar políticas públicas de género en todo el Estado para-
guayo y ser capaz de proseguir, profundizar y ampliar los programas iniciados por la Secretaría de la Mujer, entre otras
cosas”. Esta Carta al Presidente electo del Paraguay, Nicanor Duarte Frutos fue ampliamente difundida por los
medios de prensa (Última Hora, 5 y 6 de julio de 2003).
14 Aireana - Grupo por los Derechos de las Lesbianas, Propuestas para la Secretaría de la Mujer de la Presidencia de la
República, Asunción, 15 de setiembre de 2003.
15 Molinas, María (2001). Los Derechos humanos de la mujer, en Implementación de la Plataforma de Beijing en


















































grave, con relación a la administración de justicia, es la falta de información. No
existe, o hay muy poca información estadística de los casos que se presentan a la
justicia, y son menos aún los datos desagregados por sexo, con lo cual resulta muy
difícil evaluar el sistema de justicia con relación a las mujeres.
Otro problema permanente cuando un/a ciudadano/a demanda ente la justicia es la
lentitud en el trámite de los casos. En este sentido, un caso conocido a través de la
prensa es el de un grupo de viudas de ex-combatientes de la Guerra del Chaco, cuyas
pensiones fueron reducidas en un 46% por la Ley Nº 2061/02 del Presupuesto Gene-
ral de la Nación para el año 2003. Con esta disposición, la ley de Presupuesto se
contrapone al artículo 130 de la Constitución Nacional que dice que las viudas e
hijos menores o discapacitados de los veteranos de guerra les sucederán en sus
beneficios económicos, y que dichos beneficios no sufrirán restricciones y serán de
vigencia inmediata. Sobre el mismo tema,  el artículo 14 de la Ley Nº 217/93 estable-
ce que “en caso de muerte de veteranos de la Guerra del Chaco, su jubilación, pen-
sión o haberes de retiro pasarán a beneficiar directamente a su viuda, con las mis-
mas asignaciones [...]”. Desde enero y hasta junio fueron presentadas 2.530 de-
mandas, con un promedio aproximado de 20 presentaciones por día, en tanto la
Corte Suprema de Justicia se expide en un promedio de 10 casos por mes (Diario
Abc Color, 22 de junio de 2003). Mientras tanto las viudas, en su mayoría de edad
avanzada, deben sobrevivir con una pensión mísera, a causa de una ley inconstitu-
cional que las afecta y una justicia demasiado lenta.
Por otro lado, en el informe del año 2002 se señalaba que en el fuero civil la mayor
cantidad de demandas de mujeres respondía a casos de  filiación y de prestación  de
alimentos, y se recomendaba al Estado que tome medidas para garantizar la co-
responsabilidad del padre ante los hijos, agilizando los juicios, tanto de filiación
como de prestación de alimentos, y controlando las evasiones de pago16. En diciem-
bre de ese mismo año, la senadora Ilda Mayeregger presentó un anteproyecto de ley
de paternidad y maternidad responsables cuyo objetivo principal es “allanar los obs-
táculos legales que dificultan el rápido reconocimiento de la filiación”. El proyecto
establece un procedimiento administrativo de carácter no contencioso, para lograr
el reconocimiento voluntario de ambos progenitores, medidas de carácter civil para
sancionarlos en caso de que se nieguen a reconocer a sus hijos, así como también
medidas efectivas y concretas para allanar el acceso a la justicia de las madres solas
y los niños/as que demandan judicialmente la filiación17.
Situación carcelaria
Las dos cárceles de mujeres que existen en Paraguay albergan en total a un poco más
de doscientas reclusas. En Ciudad del Este, departamento de Alto Paraná, está el
centro de detenciones Juana María de Lara, con cerca de 30 reclusas (Diario Noti-
cias, 9 de agosto de 2003). En tanto, en la cárcel El Buen Pastor, de Asunción, hay
aproximadamente 186 reclusas, de las cuales 19 son adolescentes y 167 adultas. De
16 Martínez, Ofelia y  Santaella, Encarnación (2002). Avances legislativos sin cambios culturales. En: CODEHUPY. Dere-
chos Humanos en Paraguay 2002. CODEHUPY, Asunción.










































las mujeres adultas sólo 56 tienen condena y las demás están en prisión preventiva y
con procesos iniciados (Diario Abc Color, 8 de agosto de 2003). Del total de la
población penal del Paraguay (cinco mil personas aproximadamente), las mujeres
no llegan al 5%.
Una queja permanente de la población carcelaria es la lentitud con que se tramitan
las causas. Además, este año hubo una huelga de hambre de las reclusas del Buen
Pastor porque el presidente indultó a  65 reclusos y sólo a dos reclusas. Las mujeres
solicitaban la revisión de sus casos y la concesión del indulto, pues consideraban
que cumplían con todos los requisitos para acceder al beneficio. La ministra interina
de la cartera de Justicia y Trabajo, Estela Samaniego, reconoció que había discrimi-
nación y responsabilizó al sistema de información del Poder Judicial por las fallas,
comprometiéndose a subsanarlas con el fin de lograr que más mujeres se beneficien
con el indulto.
En octubre de 2003 la nueva ministra de la mujer visitó esta cárcel de mujeres,
ocasión que las internas aprovecharon para reclamar atención sanitaria, especial-
mente para las embarazadas, y asesoría legal para el tratamiento de sus casos ante
los tribunales. Acerca de este tema, la línea de acción sobre fomento de las iniciati-
vas del II Plan propone “[...] fomentar y apoyar políticas, programas y proyectos
dirigidos a asegurar el acceso a la justicia y el ejercicio de los derechos de hombres
y mujeres”18, a través del fortalecimiento y la creación, donde no existan, de servi-
cios jurídicos gratuitos de intervención integral.
Otro caso pendiente con relación a las mujeres en prisión es la situación en la que se
encuentran  ocho reclusas que habían sido trasladadas del Buen Pastor a la Peniten-
ciaría de Emboscada, considerada la unidad carcelaria de máxima seguridad del
país. Las autoridades de la Defensoría del Pueblo, luego de una visita de inspección
a esa cárcel, elevaron un informe al Ministerio de Justicia y Trabajo en el que sugie-
ren “arbitrar los medios para que se cancele definitivamente la reclusión de las
mujeres en el Penal de Emboscada, debido a la grave situación en la que se encuen-
tran” (Diario Noticias 28 de mayo de 2003). Según dicho informe, “las reclusas
están en un calabozo pequeño, inmundo, húmedo e impensable en pleno siglo XXI
[...] y algunas internas presentan grave estado de intoxicación” (Ibíd.).
DERECHO A LA LIBERTAD PERSONAL, SEGURIDAD E INTEGRIDAD
FÍSICA
Derecho a una vida libre de violencia física, psicológica y sexual
La inseguridad y la violencia son problemas que se viven cotidianamente en el Para-
guay, que se ven agravados en el caso de las mujeres, las niñas y las adolescentes. La
violencia sexual (violación, acoso y explotación), el maltrato físico, los asesinatos
–y ahora también los secuestros–, son crímenes cometidos mayoritariamente con-


















































tra mujeres, y ocurren en todos los ámbitos: en la calle, en la casa, en el trabajo, en
la escuela o colegio, etc.
La Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra
la Mujer (Belem do Parã) sirvió de base a la Secretaría de la Mujer para establecer
estrategias de acción a nivel nacional. Dentro de este marco, el Plan Nacional para la
Prevención y la Sanción de la Violencia contra la Mujer se había propuesto contar
con un Registro Nacional Único basado en la recolección de datos de todos los
órganos administrativos y judiciales involucrados en la atención de denuncias de
violencia contra mujeres19. Sin embargo, hasta ahora no se ha logrado dicho objeti-
vo, lo que impide que los datos registrados en las distintas instancias puedan ser
comparados, de manera a tener un panorama aproximado sobre la dimensión de la
violencia contra la mujer en el Paraguay.
Según datos publicados en el Informativo Mujer del Centro de Documentación y
Estudios20, en el periodo enero – agosto 2003 se registraron un total de 123 casos de
violencia sexual y violencia doméstica e intrafamiliar. En el siguiente cuadro se presentan
estos datos por sexo y según el tipo de agresiones sufridas por las víctimas.
  Casos de violencia registrados en la prensa (Enero - Agosto 2003)
  Casos de violencia                      Mujeres              %                Hombres %              Total casos
  Violación 50 93 4 7 54
  Intento de violación 4 100 0 0 4
  Feminicidio/Homicidio 20 69 9 31 29
  Intento de feminicidio/
  homicidio 9 82 2 18 11
  Acoso sexual 5 100 0 0 5
  Maltrato físico 16 84 3 16 19
  Secuestro 1 100 0 0 1
  Total de casos 105 18 123
  * Fuente: Informativo Mujer, Año 15, Nº 161 al 164, CDE, Asunción, 2003.
De los 20 casos de mujeres asesinadas, ocho fueron muertas por sus ex-parejas o
sus parejas (esposo, novio o concubino), en tanto tres de los nueve hombres asesi-
nados fueron muertos en manos de su pareja o ex pareja mujer. De los 123 casos
registrados, casi el 60% tiene entre 1 y 20 años, y de los casos de violencia registra-
19 Secretaría de la Mujer de la Presidencia de la República (1996). Plan Nacional para la Prevención y la Sanción de la
Violencia contra la Mujer, Secretaría de la Mujer, Asunción, pág. 12.
20 El Informativo Mujer es una revista periódica que se publica ininterrumpidamente desde el año 1989, y que sistematiza










































dos contra personas mayores de 20 años, el 88% son mujeres. Del total de mujeres
víctimas de violencia, el 55% tiene entre 1 y 20 años, el 33% tiene más de 20 años, y
no se cuentan con datos de edad en el 12% de los casos. Del total de varones vícti-
mas, el 72% tiene entre 1 y 20 años y sólo el 28% tiene más de 20 años.
Según fuentes de la Policía Nacional, durante el primer semestre de 2003 se registra-
ron 192 casos de coacción sexual consumada o en grado de tentativa. La categoría
incluye casos de violación  e intentos de violación. De este total, el 95,5% de los
casos fueron cometidos contra mujeres. Otros delitos denunciados en la policía y
cuyas víctimas principales son mujeres son casos de violencia familiar, abuso sexual
de menores, maltrato de niñas y niños y acoso sexual. También se registraron 4
casos de mujeres secuestradas y 3 denuncias por aborto21.
Según la estadística de atenciones de la Dirección de Asistencia a Víctimas del Deli-
to22, publicada en el Boletín Nº 9 del Ministerio Público, del total de 282 víctimas
atendidas en el transcurso del año 2002, el 78,7% son mujeres  y el 21,3% varones.
De ese mismo total, el 87,5%  tiene entre 1 y 20 años, es decir, las personas atendi-
das en este organismo son mayoritariamente niñas, adolescentes y mujeres jóve-
nes23. Los delitos más frecuentes de los que fueron víctimas son  abuso sexual: 204
(44,1%), coacción sexual 107 (23,1%), maltrato 71 casos (15,3%),  tentativa de
coacción sexual, 18 casos (3,8%) y violencia familiar, 10 casos (2,16%). Otros de-
litos atendidos con menor frecuencia son robo, asalto, secuestro, etc.
Del análisis de estas tres fuentes de datos  se desprende que en todos los casos, el
tipo de violencia o delito que más se comete contra las mujeres es la violación,
tipificada en el artículo 128 del Código Penal como coacción sexual, categoría utili-
zada en los registros policiales, a diferencia de la Fiscalía que utiliza el término
abuso sexual. Esta forma de violencia ocurre indistintamente en el ámbito familiar
como fuera de éste. La mayoría de las víctimas son niñas, adolescentes y mujeres
jóvenes menores de 20 años, y en una considerable proporción los agresores son
del mismo entorno familiar: padrastros, abuelos, tíos, hermanos, padres, novios o
parejas. Podría decirse entonces que para muchas mujeres el enemigo está en casa.
Con relación a esta problemática, la organización no gubernamental Base Educativa
y Comunitaria de Apoyo (BECA) presentó en el año 2003 –en el marco del Proyecto
Voces por un continente sin violencia de la Agencia Internacional BICE– la Cam-
paña “No a la Violencia Sexual hacia Niñas, Niños y Adolescentes”, con el fin de
prevenir la violencia sexual hacia la infancia. También habilitó un servicio de Fono-
Ayuda para la atención de casos de  violencia hacia niñas, niños y adolescentes y está
coordinando el proceso de elaboración de un anteproyecto de ley sobre la protec-
ción a las víctimas de violencia sexual.
21 Departamento de Estadística de la Policía Nacional.
22 Organismo auxiliar técnico del Ministerio Público que opera desde 1997, brindando asistencia a víctimas de delitos
tipificados en el Código Penal.
23 Es probable que ello responda a una política de esta oficina de priorizar el trabajo en la defensa de menores de edad,



















































Otro tipo de violencia sexual que se ejerce sistemáticamente contra las mujeres es el
acoso sexual, que ocurre principalmente en los ámbitos educativo y laboral. La Po-
licía Nacional sólo tiene registrada una denuncia por este delito en el primer semes-
tre del año, sin embargo, en los medios de prensa se relevaron otros casos, sobre
todo en el sector educativo formal cuyas denuncias, en general, se presentan ante el
Ministerio de Educación y Cultura (MEC), y muchas veces no llegan a las instancias
policiales o judiciales, posiblemente porque esta secretaría de Estado toma medidas
en forma inmediata, lo que hace que quienes denuncian sientan que es una instancia
efectiva, en comparación con las otras.
Por ejemplo, a raíz de una denuncia por acoso sexual ocurrido en el año 2002 en la
Escuela República del Perú, de Asunción, el profesor acusado fue sumariado, sus-
pendido y actualmente cumple una condena en la cárcel de Tacumbú, en tanto la
directora de la escuela fue suspendida sin goce de sueldo por haber encubierto el
hecho. El MEC consideró que cometió “omisión de auxilio y coacción sexual” al no
haber respondido a la denuncia realizada por la familia de la niña acosada. Lo del
goce de salario es muy importante porque en el Colegio Fernando de la Mora (tam-
bién de Asunción), siete profesores fueron suspendidos pero con goce de sueldo
mientras se investigan los casos por los que fueron denunciados, en tanto los docen-
tes que los reemplazan no tienen rubros asignados, motivo por el cual los alumnos
abonan la suma de 1.500 guaraníes mensuales para el pago de dichos reemplazan-
tes. Hay que destacar que muchos casos denunciados como acoso sexual en el MEC,
en realidad no son situaciones de acoso sexual sino de abuso sexual, intento de
violación e incluso, violaciones.
En el ámbito laboral hubo un caso de acoso sexual cuya denuncia llegó hasta la
Comisión de Derechos Humanos de la Cámara de Senadores. María Elena Galeano,
enfermera de 23 años, denunció que durante una entrevista de trabajo en el Hospital
Militar fue acosada sexualmente por el general Gregorio Rodríguez, Comandante
General del Comando Logístico de las Fuerzas Armadas, del que depende dicho hos-
pital. Tanto la Comisión de Derechos Humanos del Senado como la Fiscalía General
del Estado están investigando el caso denunciado. Recordemos que, según el Código
Penal, el acoso sexual es un delito de acción penal pública.
Trata de mujeres, proxenetismo y explotación sexual de mujeres, niñas y niños
El alevoso negocio del comercio sexual de mujeres adultas y menores, es otra de las
formas  de  violencia sexual que viven las mujeres. Este año las noticias relevaron en
distintas ocasiones el descubrimiento y desbaratamiento de redes internacionales,
cuyo objetivo era el tráfico de mujeres para el comercio sexual. En muchos casos,
las mujeres son llevadas con la promesa de un buen empleo, y algunas declararon
que se las contrataba como empleadas domésticas y terminaban siendo amenazadas
para ejercer la prostitución. En España se desbarataron dos grandes redes de trata










































das del país; en la otra, con un procedimiento similar, fueron detenidas diez
paraguayas, que habrán corrido la misma suerte. También en la ciudad de Encarna-
ción detuvieron a seis mujeres que iban a Buenos Aires, de las cuales dos de ellas
eran responsables del traslado de las cuatro mujeres, casi todas menores de edad.
Muchas de estas jóvenes provienen de comunidades rurales del interior del país, y bus-
cando trabajo caen en las garras de personas inescrupulosas que lucran con ellas.
El Estado paraguayo ha realizado algunas acciones para prevenir y erradicar la ex-
plotación sexual, fundamentalmente la de niñas, niños y adolescentes. En primer
lugar, el Congreso de la Nación aprobó este año la Ley Nº 2.134 que ratifica el Proto-
colo Facultativo de la Convención sobre los Derechos del Niño, relativo a la Venta de
Niños, la Prostitución Infantil y la Utilización de Niños en la Pornografía. Este Proto-
colo insta a los Estados a aprobar leyes que penalicen la utilización de niños/as y
adolescentes con fines sexuales comerciales, y recomienda que se aúnen esfuerzos
de sensibilización al público con el fin de reducir el mercado de consumidores.
También considera importante fortalecer la asociación mundial con el objetivo de
aplicar mecanismos adecuados y eficientes para la sanción del delito del proxenetis-
mo a nivel nacional.
En segundo lugar, existen acciones conjuntas emprendidas por organismos estata-
les, instituciones de la sociedad civil, e instancias de cooperación internacional,
como por ejemplo, el proceso para la elaboración, validación e implementación del
Plan Nacional de Prevención y Eliminación de la Explotación Sexual de Niños/as y
Adolescentes en el Paraguay, desarrollado por la Coordinadora por los Derechos de
la Infancia y la Adolescencia (CDIA), tarea que podría ser considerada como el
primer paso para implementar políticas públicas en respuesta a este grave proble-
ma. Participan de este proceso, además de la CDIA, la Secretaría de Acción Social
–a través del proyecto AMAR–, la Secretaría de la Mujer de la Presidencia de la
República, UNICEF y la OIT. Este plan contempla, entre otros temas, el turismo sexual,
la prostitución infantil, el tráfico de niños/as, la pornografía infantil y el abuso sexual.
Está también en ejecución el Programa de Prevención y Erradicación de la Explota-
ción Infanto-Juvenil en la Triple Frontera, implementado por la OIT con la colabora-
ción del Ministerio de Educación y Cultura. En el marco de dicho programa se rea-
lizan jornadas de capacitación sobre explotación sexual infantil a docentes de Ciu-
dad del Este, ya que en esta zona fronteriza, el  problema afecta a un número impor-
tante de menores de edad.
No hay nada desde el Estado paraguayo con relación al proxenetismo y el tráfico de
mujeres adultas, excepto su tipificación en el Código Penal, con penas que van de seis a
ocho años de prisión, pero son muy pocas las personas condenadas por este delito,


















































La violencia doméstica e intrafamiliar
La violencia doméstica e intrafamiliar es, en el ámbito de la violencia hacia la mujer,
uno de los problemas más atendidos, ya sea por el movimiento de mujeres como por
las instituciones del Estado. Es una de las áreas en las que más se ha avanzado. En
Paraguay, en 1994 se elaboró el Primer Plan Nacional para la Prevención y Sanción
de la Violencia contra la Mujer, y se conformó una Comisión Interinstitucional que
aún sigue vigente, y que está coordinada por la Secretaría de la Mujer de la Presiden-
cia de la República. El objetivo de la comisión es articular a todos los organismos
gubernamentales y no gubernamentales en torno a la ejecución de acciones para
prevenir, sancionar y erradicar la violencia.
En el año 2000 se aprobó la Ley 1.600 contra la Violencia Doméstica, y actualmente
se está trabajando desde distintos sectores en el seguimiento y la evaluación de la
aplicación de la ley. Se desarrollaron programas de capacitación y campañas de
difusión de la ley y existe un crecimiento de las denuncias y demanda de servicios.
Este año, la Secretaría de la Mujer habilitó tres líneas de atención para víctimas de
violencia intrafamiliar, cuyos objetivos son la atención y la orientación.
Otro hecho relevante con relación a este tema es la realización y presentación de la
Encuesta Nacional sobre Violencia Doméstica e  Intrafamiliar24. Se trata de una he-
rramienta que puede ser muy útil para pensar en estrategias de intervención y pro-
gramas de acción que atiendan el problema. Algunos datos arrojados por la encues-
ta son que: el 84% de las personas encuestadas reconoció la existencia de casos de
violencia en su entorno familiar, de amigos o conocidos. Es decir, que la gran mayo-
ría de la población convive cotidianamente con este tipo de violencia. El 49% afirmó
que situaciones de ese tipo se dieron alguna vez en sus propios hogares, el 30% afirmó
haber sido alguna vez víctima de violencia doméstica, el 18% reconoció que en alguna
ocasión ejerció violencia contra personas integrantes de su propio hogar o familia25.
DERECHOS ECONÓMICOS, SOCIALES Y CULTURALES
El derecho al empleo con igualdad de oportunidades y condiciones para las
mujeres
En Paraguay, el número de mujeres que se han incorporado al mercado de trabajo
se ha triplicado en el periodo 1982 - 2002. Sin embargo, la crítica situación econó-
mica actual ha producido una disminución de la población económicamente activa,
y en consecuencia un crecimiento de las tasas de desempleo y sub-empleo, que
afecta en mayor medida a las mujeres, pues según los datos de las dos últimas en-
cuestas de hogares realizadas por la Dirección General de Estadística, Encuestas y
24 Este estudio fue realizado por el Área Mujer del Centro de Documentación y Estudios (CDE), con el apoyo del Fondo de
Igualdad de Género (FIG) de la Agencia Canadiense para el Desarrollo Internacional (ACDI).











































Censos (DGEEC), la tasa de desempleo de las mujeres llegaba al 20,5 en el periodo
2000/01 y en el año 2002 se registró una tasa de 23,4, en tanto la tasa de desempleo
masculino no ha variado en el mismo periodo (11,8)26. En el siguiente cuadro se pueden
apreciar los datos sobre la distribución de la población económicamente activa en estos
dos periodos.
      Población económicamente activa (PEA)
PEA                                Años 2000/2001              %                         Año 2002 %
Mujeres 1.012.158 38,7 959.326 37,9
Hombres 1.600.212 61,3 1.573.165 62,1
Total 2.612.370 100,0 2.532.491 100,0
                     Fuente: Encuestas de Hogares de la DGEEC.
Una de las razones de estas diferencias entre hombres y mujeres se explica con los
datos del último censo nacional de población y vivienda, en donde se nota que “la
asimetría por sexo es muy marcada por áreas. En el 2002, la tasa de actividad de los
varones urbanos es de 71,3% y la de mujeres urbanas es de 44,5%, indicando las
mayores posibilidades de empleo de la mujer en las áreas urbanas. En cambio, la
tasa de varones rurales es de 74,1% y la de mujeres es apenas 19,0%”27. Es necesa-
rio, por tanto, incorporar en las políticas públicas algunas estrategias que ayuden a
las mujeres a mejorar sus oportunidades de acceso al empleo.
En este sentido, es importante relevar algunos ejemplos. Este año, la Municipalidad
de Asunción, en el marco de un plan de reasignación de funciones, incorporó a 12
mujeres como barrenderas, quienes se sumaron a los 309 hombres que realizan
esta labor en las calles de Asunción (Diario Abc, 11 de enero de 2003). Otra acción
que permitirá a las mujeres ampliar sus posibilidades de trabajo fue la decisión de la
Junta Municipal de Asunción de aprobar la expedición de licencias de conducir de
categoría “A” para mujeres, lo que las habilita como conductoras profesionales (po-
drán conducir taxis, ómnibus, remises y camiones repartidores). Con esta medida
se elimina una de las tantas discriminaciones que sufren las mujeres, ya que ante-
riormente sólo los hombres podían acceder a esta categoría (Diario La Nación, 24
de abril de 2003). Además, en  este marco, en setiembre de 2003, el intendente de
Asunción firmó convenios con la Asociación de Profesionales Taxistas de Asunción y
con la Unión Central de Empresarios de Transporte, para implementar el proyecto
Mujeres al volante, que tiene como objetivos “insertar a la mujer en el ámbito de la
conducción profesional, mejorar su calidad de vida potenciando la participación igualitaria
sin importar el género, disminuir el índice de accidentes de tránsito, entre otros” (Diario
Última Hora, 10 de setiembre de 2003).
26 Véanse los resultados de estas investigaciones realizadas por la Dirección General de Estadística, Encuestas y Censos
(DGEEC), en: www.dgeec.gov.py/publicaciones [Noviembre, 2003].



















































También la Secretaría de la Mujer de la Presidencia de la República se ha propuesto
“sensibilizar a actores económicos públicos y privados sobre las formas de preven-
ción de las discriminaciones existentes en el trabajo, y promover la capacitación de las
mujeres para mejorar su acceso y permanencia en el mercado laboral”28, según consig-
na en el II  Plan Nacional de Igualdad de Oportunidades entre Mujeres y Hombres.
Finalmente, en cuanto al derecho al empleo y las mujeres, hay que destacar que en el
año 2003 el Poder Legislativo respondió a una demanda que año tras año se reitera-
ba en esta parte del informe. Promovida por la diputada Sonia De León, en octubre
se promulgó la Ley N° 2263 Que establece el régimen unificado de jubilaciones y
pensiones, modificando algunos artículos de la Ley N° 98/92 que impedían a las
trabajadoras aseguradas en el Instituto de Previsión Social (IPS) extender los bene-
ficios de la seguridad social a sus esposos o concubinos, cuando los hombres asegu-
rados sí podían extenderlos a sus esposas o concubinas. Así, esta nueva ley incluye al
esposo, concubino o viudo de la asegurada como beneficiarios de la cobertura por
riesgos de enfermedad, así como también de la jubilación y pensiones que le corres-
ponden a la asegurada.
El trabajo doméstico remunerado
Una de las discriminaciones legales que afectan  principalmente a la mujer es la
referida a las condiciones del trabajo doméstico remunerado, porque ésta es una
categoría ocupacional que ocupa al 25,4% de la población económicamente activa
femenina y sólo al 0,6% de la masculina29, constituyéndose así en una de las activida-
des laborales más importantes para las mujeres en el Paraguay, y además representa
el 8,5% del total de la población económicamente activa. Para quienes trabajan en
este sector, el código laboral vigente establece algunas diferencias importantes en
comparación con los derechos de los demás trabajadores y trabajadoras, como por
ejemplo: jornadas de hasta doce horas por día, al “garantizar” el derecho al descan-
so, que además deja abierta la posibilidad de trabajar en días feriados “de común
acuerdo con el empleador” (artículo 154), y el pago del salario que  “no podrá ser
inferior al 40% del salario mínimo para tareas diversas no especificadas de la zona
del país donde preste servicio” (artículo 151). En cuanto al seguro social, el código
laboral sólo menciona que la patronal está obligada a “proporcionarle la primera
asistencia indispensable” (artículo 153, inc. c), y apenas en los casos de enferme-
dad que no sea crónica30. Sin embargo, ni siquiera estas mínimas disposiciones
legales se cumplen en su totalidad.
28 Secretaría de la Mujer de la Presidencia de la República (2002). Op. cit., pág. 36.
29 DGEEC (2003). Principales resultados del Censo 2002. Vivienda y Población, Asunción, DGEEC, pág. 48, en:
www.dgeec.gov.py/publicaciones [Noviembre, 2003].
30 En realidad, la Ley N° 1.085 del año 1965  establece que el seguro social será obligatorio para el personal del servicio
doméstico, “regirá desde el 2 de enero de 1967 y se aplicará por zonas y en forma progresiva, comenzando  por la











































No obstante, desde noviembre de 2003 se han abierto las posibilidades para que el
Estado intervenga y promueva algunas acciones tendientes a erradicar estas leyes
discriminatorias, que mantienen en condiciones de semi esclavitud a miles de muje-
res en el Paraguay. La Organización Internacional del Trabajo (OIT) cuenta con una
investigación sobre la situación del trabajo doméstico en Paraguay31, que fue presen-
tada en un taller realizado en forma conjunta con el  Sindicato de Trabajadores
Domésticos (Sintradop) y la Comisión Nacional Tripartita para Examinar y Promo-
ver la Participación de la Mujer en el Trabajo. El taller tuvo el objetivo de sensibilizar
y comprometer a distintos organismos estatales e instituciones, actores y actoras de
la sociedad civil, a realizar acciones que apunten a la modificación de estas leyes que
discriminan el trabajo doméstico remunerado. Es de esperar que estas actividades
colaboren para la inclusión del tema en la agenda pública, pues hasta ahora, este
problema muy pocas veces ha sido objeto de debates y propuestas de solución.
El II Plan Nacional de Igualdad de Oportunidades entre Mujeres y Hombres también
podría aportar en este proceso, ya que en el ámbito de acción Acceso a los recursos
económicos y al trabajo, se propuso “lograr la igualdad para mujeres y hombres en
cuanto a la permanencia, condiciones en el trabajo, acceso y control de los recursos
económicos”32,  y señala que el objetivo de una de sus líneas de acción es “difundir
ampliamente los derechos y las obligaciones laborales de las trabajadoras y trabaja-
dores, empleadores/as, y visibilizar los procesos que intervienen en la desvaloriza-
ción del trabajo femenino y su incidencia en la mayor vulnerabilidad a la pobreza de
las mujeres trabajadoras”33. Así, de implementarse esta línea de acción, la Secretaría
de la Mujer puede tener un rol fundamental para promover la difusión de los dere-
chos de las mujeres trabajadoras, especialmente de las empleadas domésticas, ya
que la mayoría de ellas, además de ser pobres y marginadas laboralmente, ignoran
los derechos que tienen.
Un nuevo debate sobre la protección a la maternidad
La maternidad, que está protegida por el código laboral vigente, fue el eje central de
una acción promovida por la concejala de Asunción Ana María Ferreira, quien pre-
tende que este derecho se extienda a las mujeres que ocupan cargos electivos. La
legisladora comunal presentó una minuta planteando la modificación del reglamen-
to interno de la Junta Municipal “a los efectos de incorporar un capítulo que reco-
nozca los derechos de la maternidad y paternidad a favor de sus miembros” (Noti-
cias, 23/10/03), estableciendo el beneficio de 12 semanas de permiso pre y post
natal. Sin embargo, su petición fue rechazada bajo el argumento de que esta pro-
puesta estaría en contradicción con el artículo 163 de la Ley N° 834/96 del Código
Electoral que establece el mecanismo de suplencias ante casos de “renuncia, inhabi-
lidad, o muerte o permiso de un miembro ya incorporado [...]”.
31 La investigación fue realizada por el Centro de Documentación y Estudios (CDE), a solicitud de la OIT. El equipo de
trabajo estuvo integrado por Line Bareiro, Lilian Soto y Hugo Valiente.



















































La acción de la concejala abre las puertas al debate acerca de la posibilidad de que
este derecho se extienda a las mujeres que ejercen cargos electivos, de manera a
brindar condiciones justas para que la maternidad no continúe siendo un factor que
disminuya las pocas posibilidades que tienen las mujeres para disputar electoralmente
un cargo público. Por ello, sería interesante promover la presentación de proyectos
de ley que amplíen este derecho a las mujeres que ocupan cargos electivos, lo que
podría además fomentar la participación de más mujeres en el ámbito público.
DERECHO A LA EDUCACIÓN
Con respecto al derecho a la educación en el ámbito formal, los resultados del Censo
Nacional de Población y Viviendas 2002 señalan que el analfabetismo ha disminuido
progresivamente en los últimos 30 años. De 15% de analfabetismo masculino en
1972 se ha descendido al 6,1%, en tanto el analfabetismo femenino ha disminuido
de un 24,5% a un 8,1%34. Si bien los datos no presentan diferencias marcadas entre
hombres y mujeres en cuanto al acceso y la permanencia en el sistema educativo,
“las asimetrías entre ciudad y campo son en todo momento mayores que entre hom-
bres y mujeres, en ambos casos en desmedro del sector rural y las mujeres”35, mos-
trando con ello que si se quiere igualdad y equidad entre hombres y mujeres hay que
demandar al Estado el diseño de políticas de educación con estrategias que benefi-
cien a las mujeres y para las personas que habitan las áreas rurales, de manera a
disminuir las brechas existentes.
El censo tampoco registra diferencias importantes entre mujeres y hombres en cuanto
al nivel educativo, lo que podría estar indicando que ambos sexos tienen similares
condiciones de acceso a la educación formal,  sin embargo, el sexismo, las discrimi-
naciones hacia las niñas y adolescentes en las escuelas y colegios, continúan en sus
distintas manifestaciones que, además, responden a patrones culturales de conducta
que no pueden ser medidos adecuadamente. Se debe insistir entonces al Estado para
que haga cumplir los mandatos de la reforma educativa en aspectos tales como trato
igualitario, fomento de valores democráticos, y especialmente en la educación sexual,
que es uno de los objetivos generales de la reforma que todavía en una de las tareas
pendientes.
La importancia de la educación sexual en la niñez radica en que rompe con tabúes y
mitos que, junto con las creencias religiosas, forman un importante semillero de
discriminaciones contra las niñas. Por ello es auspiciosa la decisión de un colegio
católico capitalino que –a pesar de la oposición que tuvo por parte de algunos pa-
dres y madres– implementó la educación sexual desde los primeros años de la edu-
cación escolar básica, cumpliendo así con los objetivos de la reforma educativa36.
También el Ministerio de Educación y Cultura debería preocuparse en cumplir dicho
objetivo para  “facilitar que los niños, jóvenes y adultos aprendan a conocer, apre-
34 Paraguay - DGEEC, 2003, op. cit., pág. 42.
35 Ibíd.
36 González, Myrian. Hablar de sexo: desde cuándo, qué y hasta dónde. En: Informativo Mujer N° 163, mayo - junio










































ciar y respetar el propio cuerpo, así como las maneras para mantenerlo saludable y
armónicamente desarrollado”37, apuntando a la disminución de la alta tasa de em-
barazo adolescente, los abortos, las prácticas sexuales inseguras, las enfermedades
de transmisión sexual, etc., que afectan a tantas mujeres jóvenes en el Paraguay.
Una buena educación sexual y adecuada información acerca de los tabúes que ro-
dean a temas afines por parte de docentes y autoridades de instituciones educativas,
impediría también la aparición de situaciones profundamente discriminativas, como
la que ha sufrido una niña de 5 años con VIH a quien le negaron su derecho a ir a la
escuela por ese motivo. A inicios del año escolar 2003, esta niña asistió a la escuela
Delfín Chamorro del Barrio Obrero de Asunción, pero sólo lo hizo durante tres días
porque, según las declaraciones de su abuela, su nieta fue humillada y discriminada,
razón que la llevó a denunciar el caso ante la Fundación Marco Aguayo de Lucha
contra el SIDA y ante el Ministerio de Educación y Cultura (Diario Abc color, 26 de
junio de 2003). Finalmente, y a pesar de que la directora de la escuela negó los
cargos señalando que la niña dejó de asistir a clases por propia voluntad, la ministra
de Educación Blanca Ovelar dispuso una sanción contra la directora, suspendiéndo-
la en sus funciones por quince días y sin goce de sueldo, y además le ordenó prestar
asistencia en la Fundación Marco Aguayo. Un ejemplo que puede impedir que otras
actitudes discriminatorias contra niños y niñas que padecen el VIH se repitan en el ámbi-
to escolar.
DERECHOS SEXUALES Y  DERECHOS REPRODUCTIVOS
En el Paraguay, los derechos sexuales y derechos reproductivos constituyen todavía
una lección en proceso de aprendizaje. La Constitución Nacional, en el artículo 61
habla sólo de derechos reproductivos al garantizar a las personas el derecho “a
decidir libre y responsablemente el número y frecuencia del nacimiento de sus hi-
jos, así como a recibir, en coordinación con los organismos pertinentes, educación,
orientación científica y servicios adecuados en la materia [...]”. Sin embargo, en la
actualidad, los planes y programas nacionales de salud incluyen conceptos relacio-
nados con los derechos sexuales, basados en la Conferencia de El Cairo, cuyos com-
promisos fueron asumidos por el Estado paraguayo38.
Es importante recordar aquí que el aborto está penado por ley en el Paraguay39, con
lo cual muchas mujeres, en general aquellas que no cuentan con recursos económi-
37 Consejo Asesor de la Reforma Educativa. (1992) Reforma Educativa. Compromiso de todos. (Informe de Avance)
Fundación en Alianza,  Asunción, págs. 47 - 48.
38 El Código de la Niñez y la Adolescencia (Ley N° 1.680/01), incluye en su artículo 14 el derecho a la salud sexual y
reproductiva de niños [niñas] y adolescentes, con lo cual el Estado se compromete a garantizar “[...] servicios y
programas de salud y educación sexual integral del niño y del adolescente, que tiene derecho a ser informado y
educado de acuerdo con su desarrollo, a su cultura y valores familiares. Los servicios y programas deberán contemplar
el secreto profesional, el libre consentimiento y el desarrollo integral de su personalidad respetando el derecho  y la
obligación de los padres y tutores”.
39 El Código Penal vigente (Ley N° 1.160/97) castiga el aborto provocado, excepto en los casos que tengan  el propósito


















































cos para pagar un servicio adecuado, están expuestas a ser denunciadas en el caso
en que necesiten recurrir a servicios públicos, para ser atendidas a causa de abortos
practicados en malas condiciones y en la clandestinidad. Este año se difundieron
dos casos de aborto en que las personas involucradas fueron condenadas por la
“justicia”. En el primer caso, dos mujeres fueron castigadas con penas de cárcel, a
raíz de la denuncia presentada por el médico que atendió a una de ellas, quien recurrió
al Centro de Salud N° 5 de Asunción, por presentar lesiones ocasionadas por un aborto
provocado (Diario La Nación, 9 de octubre de 2003). En el segundo caso, la condena de
tres años de prisión fue para un médico acusado de ser el responsable de la muerte de
una joven que se sometió a un aborto (Diario La Nación, 28 de agosto de 2003).
Estos casos ejemplifican la penalización del aborto y generan debate y enfrentamientos
en la sociedad, ya que para muchas personas, especialmente las organizaciones que
defienden la libertad de la mujer de disponer libremente de su cuerpo, el aborto no
debería estar penalizado y exigen al Estado que implemente programas de educa-
ción sexual para disminuir el número de embarazos no deseados y a brindar servi-
cios de atención médica a quienes, por decisión propia, se someten al aborto; en tanto
para otras, sobre todo la Iglesia Católica y las organizaciones llamadas pro vida, el aborto
provocado es un crimen y debe ser tratado como tal en el ámbito de la justicia.
La crítica salud de las mujeres en edad reproductiva
Aun cuando el Estado está obligado a brindar servicios básicos de salud a toda la
población, la realidad muestra que la cobertura es poca y deficiente. Según los re-
sultados de la evaluación del Plan Nacional de Salud Reproductiva, implementado en
el periodo 1997-2001, “todos y cada uno de los puestos y centros de salud prestan
atención en la materia y tienen equipamiento para la atención de las emergencias obsté-
tricas desde 1999” (Diario La Nación, 12 de octubre de 2003). Sin embargo, esta evalua-
ción positiva contrasta con algunas situaciones denunciadas en los medios de prensa.
En el Hospital Regional de Coronel Oviedo, una mujer y su hijo murieron como
consecuencia de una atención médica tardía, ya que la parturienta “se desangró en
las puertas de urgencias del nosocomio, donde esperaron media hora para que la
atendieran” (Diario La Nación, 27 de junio de 2003). Otra mujer también murió en
el Hospital Regional de Caacupé, a raíz de una cesárea practicada en “forma inade-
cuada” (Diario Última Hora, 16 de octubre de 2003). La prensa además difundió la
muerte de un recién nacido en el Hospital Regional de Caazapá, como consecuencia
de un parto complicado, cuando debían haberle practicado una cesárea a la madre,
pero no lo hicieron “porque el nosocomio estaba en bancarrota”40 y tampoco la
parturienta disponía de medios económicos.
Estos casos indican que la atención materno infantil es mala y que el Estado debe
disponer de mayores recursos para la cobertura de la atención a  la salud de la
población, aplicar sanciones a quienes ejercen su labor de manera irresponsable










































–aun cuando no existan denuncias judiciales de por medio–, lo que implica un
seguimiento y evaluación constante de la calidad de los servicios que se brindan por
parte del ministerio pertinente.
Los datos oficiales del Ministerio de Salud Pública y Bienestar Social indican la mala
situación en la que se encuentran muchas mujeres embarazadas y recién nacidos.
En el año 2001, la tasa de mortalidad materna fue de 168,7 por 100 mil nacidos
vivos, y la tasa estimada teniendo en cuenta el sub registro sería entre 330 y 336 por
100 mil nacidos vivos (Diario Noticias, 9 de setiembre de 2003). En tanto, la tasa de
mortalidad infantil llegó al 19,2 por mil nacidos vivos, y si se estima el sub registro la
tasa total sería de 38,4 por mil nacidos vivos. El ministerio también informa que “el
40% de la población no tiene acceso a servicios de salud; el 81,1% no tiene seguro
médico, y el 27,3% de los partos se realizan fuera de los hospitales, es decir, en la
casa o con parteras empíricas” (Ibíd.).
La primera causa de mortalidad infantil son las lesiones debidas al parto, según
datos del año 1999 difundidos por el Departamento de Bioestadística de dicho mi-
nisterio, y “de cada 1.000 niños nacidos vivos en el Paraguay, 19 mueren antes de cum-
plir 1 año de edad y 25 antes de llegar a los 5” (Diario Noticias, 5 de junio de 2003). En
tanto, las causas más frecuentes de mortalidad materna son las hemorragias, abortos,
toxemia y sepsis. En el año 2002 se registraron 159 muertes maternas, según los datos
brindados por el doctor Vicente Battaglia, director general de Programas de Salud del
Ministerio de Salud Pública y Bienestar Social (Diario Noticias, 24 de enero de 2003).
El embarazo adolescente
En este marco de preocupante situación de la salud de las mujeres, alarma la muerte
materna de adolescentes: 11% en el año 2001 y 5% en el año 2002, siendo la prin-
cipal causa el aborto provocado (Diario La Nación, 24 de enero de 2003). En el año
2001, el 18% de los embarazos registrados correspondía a adolescentes (Diario
Noticias, 2 de febrero de 2003). Estos datos indican el alto porcentaje de embarazo
adolescente en Paraguay, lo que llevó al Estado a elaborar un plan nacional integral
de la adolescencia (Diario Noticias, 2 de febrero de 2003). También la Secretaría de
la Mujer incluye en el II Plan de Igualdad de Oportunidades, el ámbito de acción
Una salud integral, que tiene el objetivo general de “garantizar el acceso y atención
de la salud preventiva e integral de las mujeres en todo su ciclo de vida, asegurando
servicios de calidad y un acceso equitativo a ellos”41.
Entre otras acciones emprendidas por el Estado en el campo de la salud sexual y
reproductiva, se destaca la promoción del uso de distintos tipos de anticonceptivos
(preservativos, píldoras, DIU e inyectables), como parte del programa de planifica-
ción familiar que lleva adelante el Ministerio de Salud Pública y Bienestar Social,
ante el escaso uso de anticonceptivos que mantiene alta la tasa de embarazos no
deseados y a su vez la tasa de abortos (Diario Última Hora, 3 de febrero de 2003).


















































Desde el ámbito de la sociedad civil también se promueven algunas acciones de
incidencia, con el fin de mejorar los servicios de salud pública. En agosto de 2003,
diversas organizaciones no gubernamentales lanzaron la Campaña por el derecho a
la salud, que tiene entre sus objetivos demandar la atención gratuita y de calidad del
parto en todos los centros hospitalarios públicos (Diario Abc Color, 12 de agosto de
2003). Por su parte, el Comité Latinoamericano para la Defensa de los Derechos de
la Mujer (CLADEM - Paraguay) impulsa, desde marzo de 2003, la Campaña por una
Convención Interamericana de los Derechos Sexuales y Derechos Reproductivos, como
parte de una propuesta regional que incluye a países de América Latina y el Caribe.
Enfermedades de transmisión sexual
Otro problema cuya solución debería ser preocupación del Estado, en el marco de
los derechos sexuales y los derechos reproductivos, son las enfermedades de trans-
misión sexual, especialmente aquellas que demandan mayores recursos como es el
VIH/SIDA.  Desde enero a octubre de 2003, el Programa Nacional de Lucha contra el
SIDA registró a 299 personas con VIH, de las cuales ya han fallecido 19 y están en
etapa terminal 133 de ellas (Diario Abc Color, 11 de noviembre de 2003). Las muje-
res se ven cada vez más afectadas por el virus, pues al inicio de la epidemia el grupo
más afectado era el de hombres homosexuales. Antes, por cada 23 hombres afecta-
dos había una mujer, en cambio hoy por cada dos hombres hay una mujer (Noticias,
25/03/03). Los datos son más preocupantes si se tiene en cuenta que, según una
investigación realizada por este Programa, una de cada 143 mujeres embarazadas es
portadora del virus, mientras que 5 años atrás, la incidencia de casos perinatales era
de uno sobre 500 gestantes. Otro sector que registra un aumento es el de las mujeres
prostitutas, pues una de cada 37 de ellas es portadora del virus (Ibíd).
En este sentido, existen algunos avances promovidos desde el Estado. A iniciativa de
la Comisión de Equidad, Género y Desarrollo de la Cámara de Senadores, a partir del
año 2002 se creó el Programa de Salud Sexual y Reproductiva y se le asignó un
presupuesto propio con lo cual “es la primera vez que el país asigna recursos públi-
cos nacionales a la adquisición de insumos de Planificación Familiar (históricamen-
te el 100% de los insumos que se entregan en los establecimientos del MSPBS prove-
nía de la cooperación internacional)”42. Este programa continuó implementándose
en el año 2003. Con respecto al VIH/SIDA, el Ministerio de Salud Pública y Bienestar
Social aprobó el uso de un manual de normas de tratamiento antirretroviral, con el
objetivo de unificar el tratamiento con drogas y terapias que, según el director del
Programa Nacional de Lucha contra el SIDA, se aplica de manera divergente por los
médicos (Diario Abc Color, 6 de julio de 2003).
Así también, a raíz del alto porcentaje de sífilis registrado, especialmente en las
trabajadoras de sexo y  mujeres embarazadas, el Programa Nacional de Lucha con-
tra el SIDA –en el marco de un proyecto financiado por la Agencia Canadiense de Coope-
ración para el Desarrollo (ACDI) y la Organización Panamericana de la Salud (OPS), que
42 Honorable Cámara de Senadores y Fondo de Población de las Naciones Unidas (2003). Presupuesto General de la
Nación. Revisión desde las perspectivas de Género y Equidad. Ejercicio Fiscal. (Documentos de Trabajo N° 3, Género










































involucra a la Cámara Paraguaya de Farmacias–, inició un programa de diagnóstico y
tratamiento de las infecciones de transmisión sexual en todas las regiones sanitarias del
país con el objetivo de “realizar intervenciones para la prevención y el control de las
infecciones de transmisión sexual” (Diario La Nación, 15 de febrero de 2003).
Según un estudio realizado por el Ministerio de Salud Pública, están infectadas el
37% de las prostitutas y el 39% de los travestis, datos que indujeron a lanzar en julio
de 2003 una campaña nacional con el objetivo de revertir la situación, de manera a
prevenir una posible epidemia del mal (Diario La Nación, 22 de julio de 2003 y
Diario Última Hora, 18 de julio de 2003). También se solicitó ayuda a los municipios
de Asunción, Lambaré y San Lorenzo para que se realice un mayor control en pros-
tíbulos y moteles, y que se impulse la aprobación de ordenanzas para exigir a los
propietarios de esos lugares a exigir el uso de preservativos (Diario La Nación, 23 de
julio de 2003). Además de estas medidas, el Programa Nacional de Lucha contra el
SIDA puso en marcha otro proyecto de descentralización de la atención con el fin de
que todos los hospitales regionales del país brinden a la población atención en el
diagnóstico y tratamiento del SIDA y la sífilis (Diario La Nación, 19 de julio de 2003).
RECOMENDACIONES
Reiteramos  la necesidad de eliminar normas y leyes discriminatorias, entre ellas  la
que penaliza el aborto, las disposiciones del Código Laboral con relación al trabajo
doméstico y el no reconocimiento legal de las uniones de parejas del mismo sexo
(mujeres y hombres).
Es necesaria la reformulación del sistema electoral para asegurar  el acceso de un mayor
porcentaje de mujeres a las estructuras de poder, pues la cuota de participación femeni-
na, establecida en el Código Electoral para las listas internas partidarias, es insuficiente.
El Congreso de la Nación daría un paso importante con la aprobación de una ley
sobre paternidad y maternidad responsables, en  el sentido de igualar a hombres y
mujeres ante las necesidades de los hijos, en el marco de los derechos de la niñez.
Urge establecer y promover estrategias de lucha contra la violencia sexual: la viola-
ción, el abuso y el acoso sexual, la explotación sexual de niñas/os y adolescentes, el
proxenetismo y el tráfico de mujeres (adolescentes y adultas).
Finalmente, el Estado debería incluir entre sus prioridades el cumplimiento de los
planes, políticas y programas de salud que ya han incorporado el concepto de dere-
chos sexuales y derechos reproductivos, de manera a garantizar a la población, en
especial a las mujeres y los niños y las niños, el acceso a los servicios básicos a la


























































“No es justa la convivencia en la desigualdad y tampoco la
competencia en la desigualdad”
(Marcela Lagarde)
INTRODUCCIÓN
El Estado paraguayo es parte de los más importantes tratados internacionales sobre
derechos humanos, garantizando así  la no discriminación de mujeres y hombres. Se
puede decir que en Paraguay las personas gozan de los mismos derechos, garantías
y obligaciones formales en el ejercicio de su ciudadanía. La igualdad ante la ley y la
prohibición de discriminación se encuentran consagradas al más alto nivel constitu-
cional1.
Pero en la práctica el Estado no remueve los obstáculos ni impide los factores que
mantienen y propician la discriminación por razones de género. Tampoco promue-
ve las condiciones y los mecanismos para que la igualdad sea real y efectiva. No se da
en los hechos el igualitario acceso de las mujeres a la función pública no electiva.
Este artículo, centrado en el acceso a cargos dentro de la administración de justicia,
mostrará esta situación.
1 Artículos 46, 47, 48 y 117 de la Constitución Nacional.
Institucionalidad de género:
El acceso a cargos en la administración de justicia
Carmen Vallejo
Coordinación de Mujeres del Paraguay (CMP)
Paraguay cuenta con el marco jurídico suficiente que respalden ac-
ciones que potencien la participacion igualitaria de las mujeres en
la sociedad, en las instancias de decisión del Estado y concretamente
en la administración de justicia. Sin embargo, no existen fuera de
los discursos, señales claras que muestren que dicho marco no es
letra muerta. Ya que el Poder Judicial sigue siendo un ghetto de hom-












































La carencia de políticas y acciones concretas que contribuyan a disminuir la discri-
minación en Paraguay atenta contra la igualdad, que es uno de los principios base de
la democracia. Sin embargo, las acciones políticas que se han desarrollado durante
la transición democrática no van de la mano de los avances en materia jurídica. Esto
nos indica que la transición de Paraguay nos conduce a una democracia de formas
pero sin contenidos, lo que Marcela Lagarde2 llama una democracia tradicional.
La democracia tradicional es una construcción de hombres para relacionarse entre
ellos, excluyendo a las mujeres. Por tanto, es territorio de hombres en el que a veces
es usada la violencia para apartar a las mujeres del poder. Por ello, la aceptación de
las mujeres en esos espacios no sólo constituye un problema político, sino también
“un problema de identidad y de orden simbólico del mundo tanto para las mujeres
como para los hombres”3.
Esto nos da una explicación de por qué no hay una representación equitativa de
mujeres en las estructuras de poder. Al no existir esta representación, no hay demo-
cracia genérica4 o democracia entre los géneros5. Es por ello que la ausencia de
medidas y de acción para acabar con esta situación por parte de las personas que
tienen el poder y el deber de hacerlo demoran el desarrollo de la democracia en
nuestro país.
Así, el concepto de género plantea que la representación y valoraciones de lo feme-
nino y lo masculino, las normas que regulan sus comportamientos, las atribuciones
a cada sexo y la división sexual del trabajo son producto de una compleja construc-
ción social y cultural que se elabora a partir de las diferencias sexuales.
INSTITUCIONALIDAD DE GÉNERO
Siguiendo a  Chantal Mouffe, el ejercicio de la ciudadanía dentro de un marco demo-
crático se convierte en la construcción de un “nosotros”, una identidad basada en
un principio de equivalencia democrática. La equivalencia no elimina las diferen-
cias, sino que las recoge y pone en común las demandas de los sectores discrimina-
dos de la sociedad (las mujeres, indígenas, pobres, campesinos/as, etc.) que luchan
por una democracia real6.
Se debe partir de la idea de que todas las personas deben tener las mismas oportu-
nidades y que aunque luego las personas sean unas más capaces que otras, es justo
que el punto de partida (las condiciones mínimas de convivencia y de competencia)
sean iguales para todos y todas. Esto significa que hay que corregir el punto de
2 Lagarde, Marcela (1986). Democracia genérica. En: Género y feminismo. Desarrollo Humano y Democracia. Cuader-
nos inacabados No. 25, ediciones Horas y Horas, Madrid.
3 Ibíd.
4 Democracia genérica, según Lagarde (Op. cit) son las condiciones históricas entre hombres y mujeres, la relaciones de
género, experiencias de vida, entre otras, son ámbitos de la democracia genérica y al mismo tiempo, claves políticas
que describe un modelo de vida patriarcal, basada en la opresión de las mujeres).
5 Los artículos de la Constitución Nacional mencionados buscan garantizar la democracia de género.
6 Mouffe, Chantal (2001). Feminismo, ciudadanía y política democrática radical. En: Ciudadanía y feminismo. Femi-

























































7 Astelarra, Judith (2000). Veinte años de políticas de igualdad de oportunidades en España. Barcelona. Universidad
Autónoma de Barcelona, pág. 3.
8 Programa Regional de Género y Políticas Públicas – PRIGEPP (2002): Seminario Programación estratégica, análisis
prospectivo y tecnologías para el cambio organizacional. La gestión y evaluación de políticas públicas de equidad de
género, Unidad 4 – 2.2. En hipertexto [consulta: setiembre de 2002].
9 Sottoli, Susana y Elías, Rodolfo (2001). Mejorando la Educación de las Niñas en Paraguay. UNICEF – Paraguay,
Asunción, pág. 24.
partida para que se pueda salvar la ausencia de las mujeres en aquellos lugares
públicos donde abundan los hombres7.
En el plano de la institucionalidad esto implicaría implementar mecanismos legales,
como por ejemplo transparentar el acceso a cargos públicos y establecer un sistema
que garantice que estos cargos sean obtenidos por las personas más capacitadas;
incluir entre los criterios de selección la idoneidad, honestidad, la trayectoria en
defensa de todos los derechos de las personas utilizando esos mismos criterios para
regular los ascensos, traslados y recategorizaciones en las instituciones públicas.
La institucionalización de género es el proceso mediante el cual las desigualdades
entre los sexos y la igualdad de oportunidades entre los mismos son reconocidas e
incorporadas dentro de los esquemas interpretativos de los distintos actores del Estado
haciéndose una práctica estable que se reitera en el tiempo y permite evaluación8.
NÚMEROS DE GÉNERO EN EL PODER JUDICIAL
El inciso 3 del artículo 47 de la Constitución Nacional garantiza la igualdad para el
acceso a las funciones públicas no electivas sin más requisito que la idoneidad. Sin
embargo, en referencia al Poder Judicial esta garantía no parece ser efectiva hasta el
momento, si tomamos en cuenta la desproporcionada relación existente entre muje-
res en cargos de la magistratura con el porcentaje de mujeres que han alcanzado a
realizar estudios universitarios, que es levemente superior al de los hombres (7,6%
contra 7,4% a favor de las mujeres sobre el total de la población con 15 años y
más)9.
Desde la renovación del Poder Judicial en 1995 –después del golpe de Estado de
1989 que derrocó a Alfredo Stroessner– ninguna mujer ha integrado la Corte Supre-
ma de Justicia: ni cuando se la integra en 1994, ni en los reemplazos de las tres
vacancias producidas con posterioridad (1998, 2001 y 2003).
No hay documentos históricos que indiquen con claridad en qué periodo la Corte
Suprema de Justicia pudo estar integrada en forma permanente por alguna mujer,
salvo algunos casos de integración por recusación para dictar fallos en particular, en
los que mujeres miembros de los tribunales de apelación suplieron temporalmente
a ministros de la Corte que debieron inhibirse. Actualmente se encuentra conforma-
da por 9 miembros, todos hombres. A lo largo de la historia del Poder Judicial en
Paraguay, que abarca las décadas finales del siglo XIX y todo el XX, se puede observar











































10 Arquímedes Laconich (1951). Ochenta Años de Vida Tribunalicia. Asunción, Paraguay; Pereira Saguier, Benito (1990):
Los últimos cuarenta años de vida tribunalicia en el Paraguay. Editora Litocolor S.R.L. Asunción.
Primera Instancia estuvieron integrados por hombres10. Hoy en estas instancias si-
gue habiendo mayoría de hombres. Las mujeres se agrupan en los tribunales y juzga-
dos en lo laboral, y de la niñez y la adolescencia.
Distribución por sexo en cargos de la magistratura
Poder Judicial de Paraguay
Año 2003
Instancias                            Mujeres                                      Hombres                Total
Corte Suprema de Just. 0 0% 9 100% 9
Tribunales de
Apelación 18 18% 81 82% 99
Juzgados 73 29% 178 71% 251
Juzgados de Paz 107 44% 136 56% 243
Defensorías 99 59% 68 41% 167
Totales 297 39% 442 61% 769
Fuente: Tabulado sobre el listado de magistrados/as proveído por la Unidad de Derechos Humanos de la Corte
Suprema de Justicia.
Como puede observarse, la participación de las mujeres en los cargos de la magis-
tratura aumenta a medida que baja el escalafón. Hay más mujeres en los cargos con
menor poder de decisión y más bajas remuneraciones salariales (como las
Defensorías y los Juzgados de Paz). De todos modos, sobre el total de cargos, apenas
el 39% de puestos están ocupados por mujeres.
MUJERES A LA CORTE. ¡ES JUSTICIA!
La ausencia de mujeres en la Corte Suprema de Justicia cobró mayor visibilidad este
año con la vacancia que se produjo en esta instancia tras la renuncia en marzo de
uno de sus miembros. El Consejo de la Magistratura llamó a concurso y se presenta-
ron 40 hombres y 3 mujeres. Las mujeres que se presentaron son renombradas profe-
sionales del derecho con buenos antecedentes profesionales e intelectuales y una trayec-
toria conocida por su honestidad y capacidad. Sin embargo, ninguna de ellas integró
siquiera la terna. La misma fue conformada en su totalidad por hombres, algunos de los
cuales tenían antecedentes que distaban de una “notoria honorabilidad”, uno de los

























































Con el objetivo de que una mujer llegue a ocupar el cargo, la Coordinación de Muje-
res del Paraguay, la CODEHUPY y Decidamos - Campaña por la Expresión Ciudada-
na, lanzaron la campaña “Mujeres a la Corte. ¡Es justicia!” dos meses antes de la
conformación de la terna para presionar desde la ciudadanía la integración del máxi-
mo tribunal con una mujer que reuniera tres requisitos básicos: idoneidad, capaci-
dad e igualdad de oportunidades en la selección de altas autoridades del país.
La campaña consiguió la sensibilización de diversos sectores sociales sobre la dis-
criminación que sufren las mujeres al ser excluidas de los altos cargos de decisión por
razones de género. Al mismo tiempo, casi todos los medios de comunicación y algunos/
as periodistas de gran renombre señalaron la ausencia de las mujeres en la terna. Inclu-
so los responsables de la campaña plantearon un amparo constitucional a la terna mas-
culina por violación al inciso 3 del artículo 47 de la Constitución Nacional sobre la igual-
dad en el acceso a la función pública, que fue finalmente desestimada.
Finalmente, uno de los miembros de la terna fue electo nuevo ministro de la Corte
por la Cámara de Senadores, con acuerdo del presidente de la República.
El proceso, desde la apertura del llamado a concurso para el cargo hasta su desen-
lace, ha mostrado de modo claro cómo se produce la discriminación contra las
mujeres en el ámbito público. Ellas no integran la Corte Suprema de Justicia, el
Consejo de la Magistratura –órgano encargado de seleccionar a los/as candidatos/as
para las ternas– ni el Jurado de Enjuiciamiento de Magistrados. Asimismo, el Fiscal
General del Estado es hombre. Solamente el Ministerio de la Defensa Pública (órga-
no dependiente de la Corte) es dirigido por una defensora general y dos defensoras
adjuntas en lo penal y en lo civil y comercial, respectivamente.
RECOMENDACIONES
• Es necesario que las mujeres accedan al poder y a la estructura del Estado, ya
que para avanzar en la construcción democrática real, es fundamental
deconstruir la estructura excluyente que ofrece el modelo democrático tradi-
cional - patriarcal.
• Los/as miembros del Consejo de la Magistratura deben ser electos/as basán-
dose en requisitos similares a los de la campaña “Mujeres a la Corte. ¡Es justi-
cia!”: idoneidad, honestidad e igualdad. Estos mismos criterios, sumados a los
de una trayectoria reconocida en defensa de los derechos humanos, deben ser
utilizados como en la selección de ministros/as de la Corte, jueces, juezas,
fiscales/as y defensores/as. Asimismo, es fundamental el empleo de mecanis-
mos transparentes en el proceso de selección.
• El Estado debe cumplir con los artículos constitucionales y los instrumentos
internacionales que garantizan la igualdad de acceso de las mujeres a cargos
públicos no electivos, especialmente los de decisión y control, como la Corte
Suprema de Justicia, la Fiscalía General del Estado, el Jurado de Enjuiciamien-








































A pesar de las nuevas conquistas de derechos para el sector durante este año, aun la
ciudadanía, como es razonable por el nivel de desinformación, define a la homose-
xualidad como una enfermedad, persistiendo así en el imaginario de la población
paraguaya generando actitudes de rechazo. En esta introducción es interesante men-
cionar una carta publicada en la sección “Opinión pública del diario Última Hora
(del 28 de febrero de 2003) en el que una abogada hace mención a que los/as
homosexuales no deben exigir derechos por que aún está en debate el origen de la
orientación sexual de las personas, refiriéndose a que es posible que sea una enfer-
medad, cuando en el año 1973 la Sociedad Americana de Psiquiatría ha eliminado
de su lista de patologías a la homosexualidad. La misma decisión fue tomada por la
Organización Mundial de la Salud (OMS) en el año 1983.
En lo que va del presente año se han presentado varios casos de adolescentes y
jóvenes que fueron despedidos del seno familiar por ser “sorprendidos” en prácti-
cas homosexuales o sencillamente por presuponer homosexualidad, hecho arbitra-
rio que deja a estas personas sin un lugar donde residir de un momento a otro.
Como consecuencia, las crisis sicológicas y económicas son frecuentes. En varios de
los casos son menores de edad. Consideramos que la familia es uno de los principa-
Sigue siendo un tema pendiente la atención por parte del Estado a la
discriminación a este sector de la sociedad. Sin protección legal se
está expuesto a la intolerancia y a las restricciones para ejercer los
derechos como personas.
Buscando un espacio contra la intolerancia











































les núcleos en el que los/as homosexuales son objeto de presión o discriminación
por parte sus miembros.
Por otra parte, la realidad de las personas transgéneros1, principalmente de las tra-
vestis y transformistas, se debate en un vida sin protección en las calles, desprotección
que va desde la salud a la integridad física. La alta tasa de desempleo y orientación
sexual de estas personas hace que “opten” por ser trabajadoras del sexo para sobre-
vivir, situación que las expone a las agresiones de personas intolerantes y hasta de
los mismos efectivos policiales.
La atención a la temática de la discriminación hacia varios sectores de la sociedad es
un tema pendiente dentro de la estructura del Estado. Penalizar todo tipo de discri-
minación sería un gran avance en el marco legal de la sociedad paraguaya. Abordar
la discriminación como tema de debate en el sector educativo formal e informal,
tomar conciencia y sacar a luz este tema oculto permitirá la consolidación de un país
realmente con equidad social para todos/as los/as habitantes.
MARCO LEGAL NACIONAL
El Paraguay es uno de los países latinoamericanos cuya Carta Magna no prohíbe la
homosexualidad, es decir que en un sentido el vínculo afectivo sexual entre perso-
nas del mismo sexo no es penalizado, como lo pudieran sugerir las Constituciones
de otras naciones. Sin embargo, podemos mencionar que existen varias restriccio-
nes que obstaculizan el libre ejercicio de la sexualidad.
La Constitución Nacional, en sus artículos 46 y 47, declara la igualdad de todos los/
as habitantes del Paraguay y obliga al Estado a garantizar la no discriminación hacia
ningún sector de la sociedad. Por otro lado, existe una abierta contradicción de
estos articulados con el capítulo IV de la Carta Magna, en el cual se hace mención a
los derechos de las familias y en el cual se reconoce como única institución familiar
a la conformada por un hombre y un mujer, negando de este modo las demás fami-
lias alternativas (la conformada por madres solteras e hijos/as, abuelos y nietos,
hermanos/as, amigos/as, etc.) y la unión estable de personas del mismo sexo como
variante de la construcción familiar. La Constitución Nacional, al no considerar la
unión de hombres y mujeres homosexuales, impide los beneficios de herencia, jubi-
laciones, pensiones, indemnizaciones, etc.
El Código Penal, en sus artículos 137 y 138, viola el derecho a la igualdad de las
personas y la no discriminación al establecer la pena por estupro (relaciones sexua-
les con menores de 14 a 16 años) en sólo multa cuando se trata de personas adultas
heterosexuales que someten a menores del sexo opuesto. Sin embargo, la pena es
mayor (dos años de prisión) cuando se trata de adultos que someten a personas
menores del mismo sexo. En este sentido, la homosexualidad es considerada como
un agravante, y lo que se debe tener en cuenta es que el delito es el sometimiento
sexual de un/a menor, el estupro, y no la orientación sexual de las personas.







































En este apartado también señalamos que la formación impartida en universidades
locales, específicamente en las carreras de Derecho, promueve la discriminación, ya
que los programas de estudios cuentan con bibliografías que incluyen textos con
teorías médicas formuladas en el siglo XIX, en los que la homosexualidad recibe un
tratamiento de enfermedad y de desviación de la conducta. Estas teorías están defini-
tivamente desfasadas y han sido reemplazadas por los nuevos descubrimientos de la
sicología y la siquiatría actuales. Hoy la homosexualidad es considerada por estas
ciencias como variante de la normativa dentro del abanico de expresiones sexuales
humanas. Programas de estudios como estos generan estereotipos y prejuicios que
contaminan el ejercicio de la profesión de los/as estudiantes del país.
TRATAMIENTO DEL TEMA HOMOSEXUALIDAD EN LOS MEDIOS DE
COMUNICACIÓN
Comparativamente con los años anteriores, hoy el tema de la homosexualidad forma
parte de la agenda de actividades periodísticas que cubrir de los medios de comuni-
cación a la hora de la búsqueda de la información. Tanto los noticieros como los
programas radiales y televisivos de debate consideran un tema a reflexionar con la
ciudadanía. En la gran mayoría de los casos, los/as periodistas han demostrado res-
peto y apertura hacia el tema y hacia los/as representantes de las organizaciones de
gays, lesbianas, travestis y transgéneros.
Faltaría en algunos de los casos una mayor comprensión de los conceptos de géne-
ro, orientación sexual y disminuir el nivel de sensacionalismo de algunos medios. El
desafío que se presenta para las organizaciones de gays, lesbianas, bisexuales y
transgéneros con el sector prensa son las campañas educativas que hagan referencia
a cómo insertar el tema sin incurrir en discriminación.
Lo mismo se da en el momento de entender la lucha de las organizaciones y perso-
nas que trabajan el tema VIH. Aún hay desconocimiento del tema y cuál es la termi-
nología apropiada a ser empleada en el manejo de la información. Si bien estos
aspectos señalados son quizás solo de forma, no dejar de ser menos importantes
para evitar confusiones y demandas desgastantes a los medios de comunicación.
En la semana de celebración del Día Internacional de los Derechos de los GLBT2, los
medios de comunicación han demostrado una gran apertura los días previos, du-
rante y posteriores a la realización del acto público del 28 de junio. El tema de la
homosexualidad se ha instalado en el debate de la prensa brindando información a
la ciudadanía. Insistir educativamente desde los medios hacia la sociedad sería una
tarea pendiente para prevenir niveles de discriminación hacia personas con orienta-
ción sexual diversa.











































DISCRIMINACIÓN HACIA PERSONAS QUE VIVEN CON VIH - SIDA
(PVVS)3
En el mes de agosto estuvo presente en nuestro país un activista de la defensa de
personas que viven con VIH. Él manifestó que algunos medios de comunicación
local daban un tratamiento discriminativo, desde el manejo del lenguaje, a la hora
de abordar temas referentes al VIH.
El activista también manifestó que las personas en Paraguay se ven imposibilitadas
de decir que viven con VIH porque serán discriminadas por la familia, en el trabajo,
las amistades, y eso supone un gran desgaste afectivo y físico. Señaló, con un signifi-
cativo énfasis, como un hecho de discriminación que el nivel de cobertura de medi-
camentos para este sector es de solo el 50% del total, del cual depende el estado de
salud y la vida de estas personas.
Debemos señalar que uno de los casos más resaltantes de discriminación hacia las
PVVS fue el de una niñita discriminada por la  directora del colegio Delfín Chamorro
y por algunos padres de familia, que no quisieron matricularla por estar viviendo
con VIH. En este sentido, la ministra de Educación sancionó a la directora de turno.
Las campañas educativas sobre VIH, generadas desde el Ministerio de Educación,
urgen para prevenir la discriminación en las escuelas y hacia las personas en gene-
ral. El desconocimiento del tema puede dejar secuelas serias por discriminación en
las personas que viven con VIH.
Según Vencer, fundación que trabaja con PVVS, este año hubo pocos casos de de-
nuncias de despido laboral por VIH - SIDA, las cuales eran frecuentes en años ante-
riores. Esta organización indicó que las PVVS han optado por no contar o pedir
confidencialidad sobre su estado de salud. En este año, de las denuncias recibidas
en el local de la fundación, fue emergente la discriminación en las escuelas hacia los
niños y niñas escolares.
También en este año se han recibido denuncias de discriminación a niños y niñas a
los que se les ha negado la matriculación en las escuelas por el sólo hecho de que
sus padres eran portadores de VIH o fallecieron a causa de ello.
Por otra parte, en los hospitales sigue habiendo discriminación hacia las PVVS y los
que solicitan internación. En el mes de mayo, envió a un niño al Hospital de Clínicas
para operarse del oído y le negaron la operación por vivir con VIH.
En lo que va de este año, el joven NR sufrió un accidente en su trabajo, lo llevaron a
Emergencias Médicas y para una mayor prevención él comunicó a las personas que
lo asistían que estaba infectado con el VIH. Las enfermeras de turno pusieron en las
sábanas y estómago del joven una leyenda que decía: “tiene VIH”.
Vencer también ha manifestado que otro punto pendiente a revisar sería la falta de
ética profesional de los trabajadores de la salud con respecto a la confidencialidad.
3 Se incluye en este apartado los casos de discriminación hacia las personas que viven con VIH - SIDA (PVVS), ya que el







































En los últimos siete años, el Programa Nacional de Lucha contra el SIDA, que tiene
por objeto proveer medicamentos, tuvo siete recortes en la provisión de medicinas.
Éstas iban dirigidas a personas que estaban en tratamiento permanente. El motivo de
los diversos cortes fue que el Estado paraguayo dificultó el desembolso para pagar-
las. El último paro ocurrió de octubre de 2002 a mayo de 2003, siendo éste el más
prolongado, provocando por consecuencia un mayor índice de mortandad. La interrup-
ción de la medicación a personas infectadas hace que el virus se vuelva más resistente,
dando paso a enfermedades oportunistas y que en el peor de los casos son mortales.
En Paraguay existe una Ley del SIDA sumamente desfasada. Uno de los señalamien-
tos de esta ley es que habla de “grupos de riesgo” cuando que lo que existen son
conductas de riesgo. En la errónea afirmación de “grupo de riesgo” incluye también
a los/as homosexuales. Por este motivo las personas portadoras del virus del VIH
que son homosexuales sufren una doble discriminación: por ser portadores/as y por
asociarlos a los “grupos de riesgo” que menciona la ley.
RESUMEN DE DENUNCIAS DE DISCRIMINACIÓN A PERSONAS
TRANSGÉNEROS
La sociedad paraguaya difícilmente integra en su estructura mental, legal, social y
política a personas transgéneros. Es impensable aún contratar a estas personas en el
campo laboral para el desempeño de diversas tareas. El prejuicio de creer que en su
mayoría no tienen formación por la identidad que han asumido les impiden formar
parte de circuito laboral del país. Mencionemos también que la alta tasa de desem-
pleo afecta a la población paraguaya y agudiza también en el sector transgénero. El
trabajo sexual sigue siendo una casi única alternativa para sobrellevar los costos de
vida. Pasamos a presentar casos de denuncias recibidas en el GAGL:
• Según las denuncias presentadas por las transformistas y travestís, se han re-
gistrado casos en que las transgéneros4 en su función de trabajadoras sexuales
son obligadas por la policía a abandonar el vehículo y retirarse del lugar don-
de se encuentran en compañía de los clientes. Para evitar que las arresten y
sean llevadas hasta la comisaría, los agentes aprovechan la ocasión para extor-
sionar pidiendo dinero o, de lo contrario, amenazan con evidenciarlos ante
sus familiares.
• En esta línea de denuncias existen situaciones en que los policías tienen a
mano cámaras de revelado instantáneo con las cuales toman fotografías de la
matrícula de los vehículos que abordan las transgéneros para posteriormente
extorsionar a los usuarios.
• En lo que va de este año, las trabajadoras del sexo indicaron que se han tenido
casos en que los efectivos policiales hacen uso indebido de sus uniformes para
4 En el uso del lenguaje se utiliza el género femenino debido a que en diversas entrevistas con este sector han manifes-











































intimidarlas y despojarlas de lo recaudado con la excusa de que se encuentran
en procedimiento de investigación.
• Son frecuentes las oportunidades en que las pandillas de asaltantes merodean
las zonas rojas y aprovechan la soledad y el amparo de la noche para cometer
actos vandálicos en perjuicio de las transgéneros. Estos grupos no son sancio-
nados por los efectivos policiales.
• Ante cualquier accidente o hecho de violencia sufrido en las calles, a las
transgéneros se les niega la asistencia médica, y menos aún tratándose de
hospitales públicos, negándoles de este modo el derecho a la salud.
• Las transgéneros día a día son objeto de burlas por parte de las familias que reco-
rren en auto las zonas rojas, como si las mismas estuvieran en una vidriera, reci-
biendo vociferaciones y maltratos tanto de los padres como de los hijos.
• En el momento en que una persona transgénero desea denunciar hechos
delictivos o de violencia en las comisarías, son objeto de burlas de todo tipo de
comentarios y bromas de mal gusto.
• La discriminación en lugares públicos, como cines, shopping, tiendas, es fre-
cuente. Y en la mayoría de los casos las transgéneros son “invitadas” a aban-
donar los locales.
• En los días de la asunción al mando del nuevo presidente de la República se
vivieron hostigamientos en las calles 14 de Mayo y Eduardo Víctor Haedo,
donde los agentes policiales de la Comisaría Tercera Metropolitana exigían
coimas de veinte mil guaraníes a los transgéneros bajo la amenaza de que iban
a montar guardia e impedir su trabajo si se resistían a dicho pedido.
RESUMEN DE DENUNCIAS DE DISCRIMINACIÓN A LESBIANAS
La invisibilidad afecta la lucha de las lesbianas, impide ser vistas como personas,
mujeres, ciudadanas con plenos derechos. La lucha de las mujeres lésbicas se consti-
tuye en un proceso lento debido al nivel de invisibilidad, entendiéndolo desde la perspec-
tiva de que los gays y transgéneros sí son reconocidos como “gente que existe” (aunque
con carga negativa) eso supone ya un interesante proceso de visibilidad.
En la corta y no menos importante historia paraguaya de reinvindicaciones de los
derechos GLTB se conoce solo dos grupos de activistas: la Comunidad Homosexual
de Paraguay (CHOPA) y el Grupo de Acción Gay Lésbico (GAGL), que fueron integra-
das por mujeres, y en los que el énfasis de la lucha se presentaba más desde la
mirada de la generalidad del tema homosexualidad o muchas veces acentuando la
lucha de gays y transgéneros. Hoy, en el campo de la construcción de la lucha por los
derechos de personas homosexuales y en beneficio de la sociedad, surge un nuevo
grupo de mujeres lésbicas, “Aireana”, que se suma a la lucha desde el ser mujer y
planteando cambios para el sector GLBT. La presencia de nuevas organizaciones








































El miedo a ser rechazados/as, lastimados, excluidos social, política y culturalmente
es una característica común de las personas homosexuales. En este sentido, las de-
nuncias de los casos se presentan con dificultad. En su gran mayoría los/as denun-
ciantes quedan en el anonimato. Creemos que es parte del proceso hasta poder
asumir públicamente algún caso que se lleve hasta espacios legales de justicia. En-
tendemos que también este miedo tiene una particular carga con personas lésbicas,
por lo que las denuncias de violaciones de los derechos de lesbianas sean menos
frecuentes.
Presentamos los casos que hemos recibido a lo largo del año:
• GL: paraguaya de 23 años de edad, estudia la carrera de Lengua Inglesa en una
universidad de nuestro medio. Trabaja en un centro cultural de nuestra ciudad
y vive de forma independiente. Hace 4 meses se encuentra en una relación de
pareja con una mujer y a partir de entonces no tuvo problemas de asumir su
homosexualidad.
Sin embargo, hace 2 meses y medio aproximadamente ella se encuentra reci-
biendo anónimos con mensajes discriminativos y humillantes en contra de su
orientación sexual, tales como “fuera de aquí tortillera...”, “este lugar es para
gente decente, no para enfermas como vos..”, entre otros. Generalmente en su
grupo de aula solamente dos compañeras comparten tareas con ellas, mien-
tras que el resto prefiere no hablarle.
Ella dice que es increíble que en una carrera como la de inglés, donde se
imparten clases de intercambio de culturas, aceptación de las diferencias y
rechazo al racismo, se pueden tener personas con tan bajo nivel de tolerancia
hacia las diferencias sexuales.
• MN: paraguaya de 17 años de edad, va al último año de la secundaria en un
colegio privado católico. Desde los 14 años sintió su orientación lésbica, tiene
varias amigas homosexuales y hace siete meses que convive en una relación de
pareja. Su familia esta compuesta por su madre, padre y dos hermanos varo-
nes. Éstos dos son mayores que ella, nunca supieron acerca de su orientación
homosexual. En el mes de marzo de este año, cuando comenzaron las clases
en el colegio, sus padres la siguieron hasta la casa de una de las amigas, quien
asume su homosexualidad. Por ello la sacaron de la casa a golpes y la humilla-
ron desde la casa hasta llegar a su domicilio.
Actualmente MN es hostigada y discriminada por su familia, obligándola a re-
zar todos los días, a ir a grupos de iglesia y a participar de misas cada dos días.
No le permiten recibir visitas en la casa, así como ir a casa de amigos/as. Sus
padres le reiteran a cada momento que la van a curar de esa enfermedad y de
ser posible le mandarán al extranjero junto a un especialista para ser “cura-
da”.
• NF: educadora de la Aldea SOS. Fue despedida después de haber trabajado
varios años en la institución por haber respetado y reconocido la orientación











































diante ha pronunciado públicamente su homosexualidad en el acto público
del 28 de junio que conmemoró el Día de los Derechos GLTB. En un principio
se dudó incluso de seguir apoyando en el proceso a la alumna. Hoy NF se
encuentra desempleada, buscando como sustentar los gastos diarios.
RESUMEN DE DENUNCIAS POR DISCRIMINACIÓN DE GAYS
La homosexualidad sigue siendo en la sociedad paraguaya motivo de casos de discri-
minación. El miedo a lo desconocido, la creencia en un solo modelo de convivencia
sexual y afectiva de pareja expulsan a las personas homosexuales del ámbito de la
familia, laboral, social, político, etc., disminuyéndolas a un nivel de personas de
“segunda categoría”, impidiéndoles vivir el derecho a una vida digna, a la libre ex-
presión de la personalidad e igualdad ante la ley.
Este año se tuvo en nuestro país el triste episodio de la muerte violenta de un cono-
cido actor y comunicador de TV. El debate de la ciudadanía y algunos medios de
comunicación giró en torno a la orientación sexual y no al hecho de violencia y
muerte, tema verdaderamente grave en este asunto. El alto nivel de violencia por la
que atraviesa nuestro país no conoce de límites y las autoridades tienen directa res-
ponsabilidad en este tema. La dificultad es la violencia y no la orientación sexual de
las personas. Lo penalizable es la violencia y no la diversidad sexual del ser humano.
Por otra parte, hemos recibido denuncias (la persona informante pide que se guar-
de su identidad) de que en el Mall Excelsior los guardias de seguridad tienen explí-
citas ordenes de estar atentos a la presencia de homosexuales. Ante cualquier sospe-
cha se debe conseguir que las personas se retiren del local.
Como referencia explicamos que en la gran mayoría de los casos de los despidos
laborales se buscan pretextos, sin que los/as patrones/as argumenten la homosexua-
lidad como despido. Pasamos a detallar los casos de denuncias recibidas en el pre-
sente año.
• C.G., de 29 años, paraguayo, domiciliado en la ciudad de San Lorenzo, se
desempeñaba como auxiliar contable en una empresa distribuidora de artícu-
los de bazar y ferretería de reconocida trayectoria. Era empleado desde el año
2001, pero en el mes de junio sin motivo alguno recibió su carta de despido.
Algunos compañeros le han dicho que los motivos fueron porque lo han visto
salir en varias ocasiones de un pub gay de Asunción.
• M.D., de 45 años, paraguayo, separado. Hace 18 meses se encuentra en pareja
con un hombre de nacionalidad brasilera de 39 años, residente en nuestro
país desde el año 1990. M.D se había separado de su matrimonio en común
acuerdo con la esposa, con la legalidad que requiere la separación. M.D. es
docente de un colegio privado, donde ejerce cátedras de Física y Química.
Desde el mes de junio recibe anónimos acerca de su tendencia homosexual, tam-
bién los ha recibido la dirección del colegio, motivo por el cual fue despedido de







































• En el marco de la celebración de la semana por los derechos GLBT, el GAGL ha
recibido amenazas telefónicas por la realización del evento del sábado 28 de
junio. En una de ellas intimidaban con palabras venidas de una voz masculina
expresando: “prepárense, vamos a poner una bomba en la plaza...”
• En el mes de noviembre del año pasado el GAGL, en búsqueda de nuevo local,
tuvo problemas, ya que tanto las inmobiliarias como los/as propietarios/as
particulares rechazaban los contratos porque la oficina albergaría a una orga-
nización gay-lésbica.
• LB es un menor de edad que en el mes de julio fue discriminado por sus
familiares por su orientación sexual. Desde que se han enterado que es gay no
le han dirigido la palabra, por lo que LB decidió abandonar su casa. El adoles-
cente se ha quedado sin hogar y sin medios económicos.
• En el mes de junio, el GAGL ha recibido a CN, un joven del interior que fue
“sorprendido” en una relación homosexual con un pariente. Los padres lo
han agredido verbal y físicamente, por lo que él tuvo que emigrar a la capital
del país. Esta situación ha generado en el joven cuadros de depresión, y mani-
festó que si no encontraba solución a sus problemas, se quitaría la vida.
• SM, un joven de Ciudad del Este, fue “descubierto” por sus padres en relacio-
nes homosexuales y éstos lo han presionado para que forme parte de una
iglesia cristiana. El padre continuamente lo hostigaba diciéndole que está po-
seído por el demonio, por lo que lo habían internado en una iglesia para
curarlo. El joven no soportó la presión y terminó quitándose la vida.
• En el mes de octubre, miembros del GAGL fueron impedidos de permanecer
en el local nocturno de San Lorenzo “Chechos”. Los responsables del local y
los guardias los expulsaron del recinto utilizando la fuerza física. Al pedirles
explicaciones, no respondieron. Después de algunas averiguaciones, se des-
cubrió que el motivo era, según la versión del dueño, que dos de los miembros
estaban besándose.
DISCRIMINACIÓN DE LA IGLESIA CATÓLICA ANTE LA UNIÓN CIVIL
DE PERSONAS HOMOSEXUALES.
La unión civil de personas homosexuales celebrada en el marco legal de Buenos
Aires, Argentina, tuvo su impacto en la sociedad paraguaya, principalmente en los
medios de comunicación, espacios en los cuales se ha debatido, marcándose postu-
ras a favor y en contra de la homosexualidad.
El 31 de julio la Iglesia Católica publicó un documento sobre consideraciones acer-
ca de los proyectos de reconocimiento legal de las uniones entre personas homo-
sexuales en el que se condenaba el matrimonio entre personas del mismo sexo y a la
vez se señalaba que “en caso de que el parlamentario católico se encuentre en pre-
sencia de una ley ya en vigor favorable a las uniones homosexuales, debe oponerse a











































do; se trata de cumplir con el deber de dar testimonio de la verdad”. La Iglesia
Católica, según miles de organizaciones GLBT del mundo, ha demostrado en este
documento su mayor expresión de conservadurismo y consideran que no le compe-
te el campo de la legalidad de los gobiernos, mucho menos promover que los polí-
ticos del mundo expresen homofobia a la hora de generar leyes democráticas para
todos los sectores de la sociedad. La Iglesia Católica al realizar este llamamiento a
los políticos de distintos países está promoviendo que se violen los derechos huma-
nos legítimos de personas homosexuales.
Iglesia Anglicana del Paraguay se pronuncia en contra de obispo
homosexual de EE.UU.
La Iglesia Anglicana del Paraguay en noviembre de este año ha demostrado también
signos de homofobia. En el diario Abc color del mes de noviembre se ha publicado
el abierto desacuerdo de las autoridades de la iglesia paraguaya con la Iglesia Angli-
cana Estadounidense. Esta es una de las iglesias del mundo que ha demostrado ma-
yor apertura en todo este tiempo y la cual ha ordenado mujeres como signo intere-
sante de igualdad y apertura. La homofobia manifestada por la Iglesia Anglicana
fortalece la discriminación imperante en la sociedad paraguaya.
RECOMENDACIONES
• Hacer cumplir el derecho de igualdad5 de las personas contemplado en la
Constitución Nacional.
• Incorporar en la legislación paraguaya la penalización de todo tipo de discri-
minación (generadas por personas o instituciones), incluyendo específica-
mente la discriminación por orientación sexual e identidad de género.
• Incorporar el tema de orientación sexual e identidad de género en el debate
público mediante los medios de comunicación evitando todo tipo de lenguaje
homofóbico, estereotipado o sensacionalista.
• Promover que los/as profesionales de la salud observen la ética profesional y
salvaguardar la identidad de las personas que viven con VIH - SIDA.
• Exigir que en los hospitales públicos sean debidamente atendidas las personas
que viven con VIH - SIDA.
• Incorporar dentro del programa de estudios de la educación formal capítulos
sobre la libre orientación sexual.
5 Constitución Nacional. Artículo 46... “Todos los habitantes de la República son iguales en dignidad y derechos. No se








































• Modificar el artículo 82 de la Ley del SIDA6, la cual sigue estableciendo el
concepto de “grupos de riesgo” altamente estigmatizante y discriminativo, y reem-
plazarlo por el de “conductas de riesgo”, lo cual es más acorde con la realidad.
 • Eliminar de los programas de estudio y las bibliografías toda alusión a la ho-
mosexualidad como patológica7, principalmente en las utilizadas en la carrera
de Derecho, específicamente en la materia “Medicina legal” de las Universida-
des: Nacional de Asunción y Católica de Asunción.
6 Ley del SIDA. (102/91). Artículo 82: “Se considera a grupos de alto riesgo a homosexuales, bisexuales, heterosexuales
promiscuos, meretrices, proxenetas, drogadictos intravenosos, poli transfundidos, población carcelaria, niños, jóvenes
de la calle y todo otro grupo así considerado por el M.S.P. y B.S.”.
7 Concepto erróneo reforzado por la utilización de teorías médicas del siglo XIX, arcaicas y desfasadas que van en abierta






































EL SOPORTE LEGAL DEL TEMA MIGRATORIO EN EL PAÍS
Como se mencionó en el informe del año 2002, la Constitución Nacional sancionada
en 1992 contiene 82 artículos (de los 291 que la componen) relacionados directa o
indirectamente con extranjeros o migrantes y sus derechos. No obstante, las condi-
ciones de residencia de la mayoría de los migrantes en el país están sujetas a no
pocas arbitrariedades debido a la confusa trama institucional y legal en que se ven
atrapados.
El régimen legal e institucional administrativo vigente se basa fundamentalmente en:
• la Constitución Nacional;
• la competencia del Ministerio del Interior;
• la competencia del Consejo Nacional de Coordinación Económica;
• las funciones y organización de la Dirección General de Migraciones;
• las funciones complementarias de los Ministerios de Relaciones Exteriores y
de Justicia y Trabajo; y
• las funciones complementarias de otros órganos del Estado, entre ellos la Secre-
taría Técnica de Planificación del Desarrollo Económico y Social, el Instituto
de Bienestar Rural y la Secretaría de Repatriación de Connacionales.
Situación de los migrantes en el país
Tomás Palau Viladesau
BASE - Investigaciones Sociales
Las condiciones de residencia de la mayoría de los migrantes en el
país están sujetas a no pocas arbitrariedades debido a la confusa











































La normativa vigente, en principio, cubre todos los aspectos y los temas de una
regulación migratoria. En ella están contemplados, programáticamente, los objeti-
vos, los propósitos, los lineamientos generales y las regulaciones de una política
nacional migratoria. En la letra, es el Estado paraguayo el que orienta, conduce y
administra el gobierno de las migraciones. Armoniza e incorpora las disposiciones
originadas en las convenciones internacionales en materia de seguridad jurídica,
estableciendo procedimientos administrativos y judiciales para la atención de dere-
chos controversiales. En conjunto, se constituye en un instrumento jurídico hábil
para que el Estado administre eficazmente las migraciones en sus diferentes facetas.
Sin embargo, se evidencian serias deficiencias en la aplicación de dicho instrumento
jurídico.
Como se dijo, los órganos estatales encargados de la aplicación de la normativa
migratoria en distintos niveles se encuentran asignados a los Ministerios del Interior
a través de la Dirección General de Migraciones, Justicia y Trabajo, Relaciones Exte-
riores y el Instituto de Bienestar Rural.
La concentración de las facultades en un solo órgano, la Dirección General de Mi-
graciones, deviene en un obstáculo insalvable a la hora de una implementación efi-
caz tanto de las políticas como de la administración migratorias. Esta dirección, por
estructura, personal y práctica administrativa, no está en condiciones sino de cum-
plir sólo una parte del gobierno de las migraciones.
Las pocas facultades concurrentes y de competencias entre los ministerios no tienen
correspondencias de articulación orgánica ni instancias ordenadas
reglamentariamente para su actuación conjunta.
Frente a este panorama, es necesario diseñar un ordenamiento jurídico - adminis-
trativo de articulación de competencias y la creación de una instancia de conduc-
ción política y de gobierno de las migraciones. Sin estos requisitos, a los que parece
estar ahora abocado el gobierno, el tratamiento de los problemas de los migrantes
continuará siendo caótico y expuesto a las arbitrariedades y la corrupción.
LOS CAMBIOS EN LA ADMINISTRACIÓN MIGRATORIA
La última administración de la Dirección General de Migraciones del gobierno de
González Macchi estuvo marcada por las características generales de esa adminis-
tración: una directora con escasa capacidad de mando sobre sus subordinados, una
constante interferencia e injerencia de criterios político - partidarios en la designa-
ción del personal y una exacerbación de los casos de corrupción alrededor del
proceso de documentación a los migrantes que solicitaban los carnés de radicación.
Ante la falta de iniciativas de la Dirección General de Migraciones para innovar en
este terreno, la Cancillería Nacional solicitó a la Organización Internacional para las
Migraciones (OIM) la realización de un proyecto para perfilar los lineamientos para
una futura política migratoria para el país. Sus resultados fueron dados a conocer a






































les problemas que afectan a los migrantes: las debilidades institucionales, los pro-
blemas referidos al marco normativo, así como las deficiencias en materia de dispo-
nibilidad de información sobre el problema. Se fijan criterios y se dan recomenda-
ciones sobre los cinco ejes de toda política migratoria: la necesidad de retener a la
población en su lugar de origen, la conveniencia de generar cierto tipo de migracio-
nes, la intervención para regular los flujos, la conveniencia de reintegrar a los
migrantes paraguayos en el exterior al país y la necesidad de integrar social y
culturalmente a los migrantes extranjeros ya establecidos en la sociedad nacional.
Este proyecto, según se anunció, tendrá su continuidad con la elaboración de la
política migratoria nacional y con la eventual creación de un Consejo Nacional de
Migraciones. Los responsables de la continuidad de los trabajos no descartan la
posibilidad de tener que modificar la actual Ley 978/96 o la reglamentación de va-
rios de sus artículos.
Por otro lado, con motivo del cambio de gobierno asumió también un nuevo Direc-
tor en la Dirección General de Migraciones, quien tiene el mandato de “transparen-
tar” el funcionamiento institucional (esto es, reducir los niveles de corrupción) y
dedicarse de lleno a la modernización institucional. En el poco tiempo que lleva en
funciones, la actual dirección muestra señales de reencauzamiento institucional que
serán decisivas para llevar adelante una política migratoria acorde con los derechos
humanos de los migrantes.
LA CANCILLERÍA Y LAS VISAS
Con respecto a las visas, sobre cuya expedición la prensa ha informado de un sinnú-
mero de irregularidades, se ha comprobado la existencia de varios desafíos en ma-
yor o menor medida, urgentes. Por un lado, falta una base de datos de visas expedi-
das. Esto es, la dirección respectiva del Ministerio de Relaciones Exteriores debe
comportarse como un organismo generador de estadísticas migratorias. Por otro,
falta capacitación de los funcionarios del servicio exterior sobre actuaciones consu-
lares, en especial sobre visas y pasaportes. Asimismo, debe encararse con prontitud
a los problemas de falsificación de documentos, ya sean visas o pasaportes.
Por otro lado, existe un vacío legal que vuelve necesario elaborar un instrumento
legal que permita la cancelación de la radicación en caso de incumplimiento de
leyes por parte de migrantes1. Para el efecto, se considera que los migrantes que
buscan radicación en el país deberían firmar una declaración jurada en donde se
comprometen al  conocimiento de las leyes de la nación y a su cumplimiento. Se
asume al respecto que el Estado democrático debe posibilitar el debido proceso,
que es la única garantía para la precautelación de los derechos fundamentales, pero
falta instrumentarlo. Si se quiere cancelar la radicación permanente, debe haber
1 Cuando el que se radica pide la radicación permanente, está firmando una declaración jurada de que va a cumplir
todas las leyes de la República, de lo que se deduce que tiene que conocer dichas leyes, en caso que no la cumpliere,












































una reglamentación, mediante juicio sumarísimo, en 24 o 72 horas, y el fuero espe-
cífico que se encargue de ello. Como eso falta, nunca se reglamentó, con lo cual se
deja a la administración migratoria sin recursos, cayéndose en la inacción estatal.
En resumen, la Cancillería parece ahora estar dispuesta a actualizar la ley de visas
con el propósito de agilizar su concesión y extender su período de validez para
ciertas categorías.
Se supone que la nueva ley que vaya a someterse a aprobación contemple la armoni-
zación de las categorías migratorias y de visas con los demás países de la región,
cosa que ahora no se da, con lo cual se crea todo tipo de situaciones irregulares que
tienden a perjudicar tanto al migrante como al propio país. En este sentido, la Can-
cillería se halla abocada a un proceso que permitirá agilizar la emisión de visas sin
descuidar los aspectos de seguridad. Según se conoció, dicho plan de trabajo inclu-
ye: informatizar la expedición de visas; establecer categorías a las visas, definir pla-
zos de concesión (90 a 180 días)y  analizar la problemática de la seguridad interna.
LA CORRUPCIÓN EN LA ADMINISTRACIÓN MIGRATORIA (ANTES Y
DESPUÉS DE AGOSTO)
Como se mencionó más arriba, debe señalarse la existencia de un corte entre la
administración anterior y la actual en la Dirección General de Migraciones. Al me-
nos esto es lo que se espera.
En lo que respecta a la corrupción conocida, hasta el 15 de agosto se había conti-
nuado denunciando una importante cantidad de casos referidos a cobros de arance-
les indebidos, retención dolosa de documentación ya procesada (y no entregada a
los interesados), proliferación de “gestores” que encarecen los trámites. Se llegó al
límite de que los funcionarios de la Dirección General de Migraciones “controla-
ban” camiones al sólo efecto de pedir coimas. Han salido a la luz también casos de
contratación de personajes por su sólo peso político, como lo fue el caso del novio
de la fiscal Basilisa Vázquez.
Con la disposición del gobierno de Duarte Frutos de sacar a los inspectores móviles
que operaban en las rutas y en la zona primaria del Puente de la Amistad en Ciudad
del Este, las denuncias de corrupción han disminuido notablemente a partir de en-
tonces. Es de esperar que estas medidas gubernamentales –más la remozada gestión
del nuevo director de la Dirección General de Migraciones– hagan abandonar pau-
latinamente la práctica de la corrupción, que implica uno de los mayores problemas
para los migrantes que ingresan a nuestro país.
LA PENETRACIÓN DEL CAPITALISMO AGRARIO Y LA NUEVA OLA DE
MIGRANTES BRASILEÑOS
Sin embargo, el tema que abarcó la principal atención en materia migratoria fue el
de la nueva avanzada de la agricultura capitalista (de tipo farmer, principalmente),






































agricultura campesina expulsando a la población nativa con la compra o alquiler a
precios sobrevaluados. Debe señalarse que esta “invasión” se verifica también por
parte de la comunidad de menonitas en el país.
Los daños causados al medio ambiente por esta nueva oleada migratoria en el sector
rural han sido profusamente documentados por la prensa ya desde el año pasado.
Llegó incluso a motivar la presentación de un polémico proyecto de ley de franja de
seguridad fronteriza, que fue posteriormente desestimado por el Parlamento y que
se amplía más abajo.
Lo concreto es que se incrementó la velocidad de la deforestación en todo el país:
los cursos de agua de la región oriental afectados por el avance de la agricultura de
la soja transgénica han sido contaminados, tierras con vocación ganadera (ñu o
praderas naturales) de textura agrológica frágil han sido mecanizadas, se han regis-
trado múltiples casos de intoxicación2 y hasta de muerte de personas por aspersión
de herbicidas. Se documentaron casos extremos de cierre de escuelas por la pene-
tración de ese cultivo.
Estos hechos motivaron la formación de comisiones distritales y departamentales
con participación de autoridades administrativas e incluso religiosas que plantean
frenar la “invasión”. Ya se han dado casos de enfrentamiento directo de campesinos
con los tractoristas que han impedido la continuidad de las tareas en algunas zonas
(caso del distrito de Juan E. O’Leary). De continuar la inacción gubernamental so-
bre el tema pueden esperarse hechos violentos mucho más graves.
La Embajada de Brasil decidió tomar cartas en el asunto, solicitando a las autorida-
des migratorias del país la aceleración de los trámites de radicación de residentes
brasileños antiguos.
Indocumentación de los migrantes residentes en el país
Efectivamente, el problema de la indocumentación de brasileños sigue siendo la
gran preocupación de esa comunidad. Se estima que de los 400 mil brasileños en el
país, apenas el 10% cuenta con su documentación en regla.
La situación irregular de los migrantes al país no se limita a los brasileños que se
dedican a la agricultura. Lo mismo ocurre con los trabajadores diarios que van y
vienen del otro lado de la frontera (casos de Ciudad del Este y P. J. Caballero), así
como en el departamento de Itapúa. En su momento, la Dirección General de Migra-
ciones había anunciado un estricto control sobre la documentación de estos trabaja-
dores, pero la iniciativa terminó diluyéndose.
Lo cierto es que con motivo del ya mencionado proyecto sobre los lineamientos para
la formulación de una política migratoria para el país y del funcionamiento del gru-
po interinstitucional para las migraciones constituido por dicho proyecto, las autori-
2 Hasta el punto de que una organización campesina ha solicitado recientemente a la gobernación de Itapúa la adqui-
sición y puesta en funcionamiento de laboratorios móviles de toxicología para atender los innumerables casos que











































dades nacionales han empezado a tomar cabal conciencia de la magnitud de la
indocumentación de extranjeros en el país y parece que han empezado a considerar
la gravedad del problema.
Debe a su vez recordarse que durante la visita del canciller brasileño Celso Amorim,
al país, en abril, ya había comprometido a las autoridades paraguayas de la Direc-
ción General de Migraciones a acelerar la documentación migratoria que debiera
alcanzar al menos a 300 mil migrantes de ese país. Durante marzo, ya las autorida-
des federales de Curitiba y Canindeyú se habían comprometido a impulsar esa regu-
larización. Se llegaron a firmar incluso convenios de cooperación para subsanar
dicha irregularidad.
Del mismo modo, se está empezando a conocer (y se espera que se tomen las medi-
das pertinentes) que existe una muy alta proporción de migrantes paraguayos en el
extranjero, principalmente en la Argentina, pero no sólo ahí, que sufren las conse-
cuencias de su irregular residencia o permanencia en dichos países. Hasta el mo-
mento no hay ninguna reacción concreta por parte de Cancillería, que es la institu-
ción que debiera ocuparse del problema.
Polémica en torno al proyecto de ley de franja de seguridad fronteriza
A comienzos de año fue presentado al Parlamento el proyecto de ley de la referencia
que contempla, entre otras cosas, el establecimiento de una zona de seguridad de 50
km. en toda la zona fronteriza del país, en la que los extranjeros no pueden tener
propiedades. Contempla, a su vez, que aquellos extranjeros que ya poseen propieda-
des, deberán venderlas a paraguayos en un plazo de 10 años, pasados los cuales
serán expropiadas. Prevé además que los escribanos que violen la ley perderán su
registro y los funcionarios públicos serán cesados inmediatamente de sus funciones.
Este proyecto de ley en realidad data de muchos años atrás, pero fue revitalizado por
el diputado colorado Benjamín Maciel Pasotti a finales de 2002 como represalia al
cierre de fronteras impuesto por Brasil y Argentina a raíz del brote de fiebre aftosa
en el departamento de Canindeyú en la propiedad de un hacendado brasileño. El
proyecto de ley fue sancionado positivamente sobre tablas por la Cámara Baja. El
hecho despertó una verdadera polémica de parte de gremios empresariales, organi-
zaciones de afectados e incluso autoridades gubernamentales. El Senado finalmente
desestimó el proyecto de ley.
PARAGUAYOS EN EL EXTERIOR
No son menores los problemas por los que atraviesan los connacionales residiendo
en el exterior. En el marco del proyecto de los “lineamientos” se han detectado los
siguientes problemas, referidos principalmente a los que viven en la Argentina:
• Documentación: una muy alta proporción de paraguayos que residen en ese
país está indocumentada en lo referido a papeles de residencia legal. Esto se






































los trámites, la excesiva duración de los procedimientos. En no pocos casos se
ha denunciado la presencia de “gestores”, que encarecen aún más los trámi-
tes e incluso se dan caso de entrega de documentos falsos.
• Informalidad laboral: la falta de documentación legal de residencia favorece
la informalidad en las condiciones laborales de los empleos a que los
connacionales tienen acceso. Esta informalidad incluye salarios menores de
los que se pagan a los trabajadores nativos por el mismo empleo.
• Inseguridad en el tránsito interno: la falta de documentos los expone tam-
bién a diferentes tipos de molestias y percances para el libre tránsito dentro de
la Argentina, cuando se exponen a controles policiales.
• Discriminación: es frecuente la constatación de diferentes formas de discri-
minación –por razones étnicas, culturales (manejo del castellano), condición
socioeconómica– a la que están expuestos los paraguayos en ese país, aunque
esta discriminación puede hacerse extensiva a otros migrantes fronterizos a la
Argentina.
Las autoridades nacionales pertinentes –como ya se mencionó– poco o nada han
hecho al respecto sino que más bien han vuelto los trámites aún más difíciles, al
permitir la proliferación de gestores alrededor de los consulados paraguayos en la
Argentina y al no acceder al pedido realizado por la comunidad paraguaya en ese
país de reducir (o eliminar en casos especiales) los costosos aranceles solicitados
por los consulados para los trámites pertinentes, como por ejemplo una cédula de
identidad que en Paraguay tiene un costo aproximado de US$ 2, en la Argentina
ronda los US$ 30 - 35.
Indocumentación de migrantes paraguayos en el exterior
Hacia mediados de año, el embajador argentino en el país afirmó que del millón y
medio de paraguayos que vive en la Argentina (cifra que está evidentemente
sobreestimada), poco más de la mitad, aproximadamente 800 mil, estaría
indocumentada, lo cual constituye un hecho “preocupante y grave” según sus pala-
bras. Aparentemente estas declaraciones forman parte del lobby de esa embajada
para presionar por la aprobación de un convenio migratorio entre ambos países
que, tal como está actualmente redactado, es altamente lesivo para los intereses de
los compatriotas radicados allá.
Sin embargo, la situación de indocumentación no se limita a los residentes en la
Argentina. Se sabe también que es muy alta entre los paraguayos en Brasil y en Esta-
dos Unidos. Como se apuntó más arriba, este problema tiene incidencia directa en el
padecimiento de violaciones a los derechos migratorios de los compatriotas. Sería
deseable que la política migratoria a ser elaborada próximamente por el gobierno
contemple de manera saliente la atención a esta problemática.
Participación en elecciones
Con motivo de la visita de políticos al exterior para la campaña proselitista que se











































las organizaciones de la comunidad paraguaya en Argentina la elaboración de un
instrumento legal que permita el voto de los paraguayos residiendo en el exterior.
Debe señalarse que este reclamo ha sido también planteado por el grupo de trabajo
interinstitucional sobre migraciones del proyecto para elaborar los lineamientos como
parte de un eje estratégico de las políticas migratorias, que es el de mantener inte-
grados a los connacionales residentes en el exterior con su país de origen.
Remesas
A principios de año, el Departamento de Estudios del Banco Central anunció que las
remesas de los paraguayos residiendo en Argentina habían caído durante el 2002 a
sólo US$ 24 millones de los US$ 88 millones que se habían registrado durante el año
anterior. La cantidad mencionada es remesada por 122 mil paraguayos que trabajan
en ese país, lo cual da un promedio anual por trabajador de US$ 770. Esta abrupta
caída es el resultado de la crisis económica que explotó en el vecino país en diciem-
bre de 2001.
Esta noticia, difundida en enero, fue contrarrestada por otra información, también
suministrada por el Banco Central, según la cual las remesas de divisas por los
migrantes paraguayos en el exterior había aumentado durante el primer trimestre de
2003 en 26% con respecto al igual período del año anterior. La fuente aclara que el
registro de estos envíos se hace exclusivamente con los datos aportados por la “vía
formal”, es decir, por empresas que se dedican a este negocio. Se sabe sin embargo,
que la cifra puede ser mucho mayor si se consideran otros canales. Demás está decir
que este aporte (que en el 2003 puede llegar a US$ 105 millones) es una importante
fuente de ingresos para familias que mayormente se encuentran en la pobreza, ten-
diendo en consecuencia a aliviar situaciones de necesidades crecientes.
EL TRABAJO DE LA SECRETARÍA DE REPATRIADOS
La Ley Nº 223, sancionada por el Poder Ejecutivo el 28 de junio de 1993, crea la
Secretaría de Desarrollo para Repatriados y Refugiados Connacionales en reempla-
zo del Consejo que tenía el mismo nombre. El artículo 2 le asigna las siguientes
atribuciones:
• Definir políticas y estrategias en la materia, fiscalizar la aplicación de las polí-
ticas del sector, estudiar los fenómenos de la migración, retroalimentar los
lineamientos políticos y sugerir mecanismos de operación - gestión, proponer
pautas a la participación nacional e internacional en los problemas relativos a
la materia.
• Si se observa bien a través de las atribuciones conferidas a esta secretaría, la
ley que la crea no le ha dado un carácter ejecutivo. Podría decirse que el
carácter de esta nueva instancia es más propio de un instituto que de una






































El estudio de los fenómenos de la migración, por ley posterior Nº 978/96, es
una facultad asignada a la Dirección General de Migraciones.
Durante este año la Secretaría de Desarrollo para Repatriados y Refugiados
Connacionales, además de participar activamente en el Grupo de Trabajo Interinsti-
tucional sobre migraciones en la Cancillería ha desarrollado una intensa labor a
pesar de la estrechez de sus recursos y de sus atribuciones. Entre esas actividades se
mencionan principalmente la tramitación de innumerables expedientes de opción
por la nacionalidad paraguaya de hijos retornados de paraguayos que habían migrado.
A mediados de año, dicha secretaría anunció que en los últimos meses había obteni-
do la nacionalidad para 211 personas nacidas en el extranjero. Ha realizado tam-
bién trámites para el reconocimiento de títulos y credenciales educativas, y el otor-
gamiento de cédulas de identidad a hijos y cónyuges de paraguayos que nacieron en el
extranjero.
LA MIGRACIÓN INTERNA
Aún cuando al cierre de la edición de este informe no se conocen los datos del Censo
de Población 2002 referidos al movimiento migratorio en el país, se puede estimar
que los flujos internos continúan creciendo como consecuencia de la expulsión del
campo de familias campesinas acosadas por la pobreza o por el avance de la fronte-
ra de la soja transgénica.
Otro flujo que ya había sido documentado por la Encuesta Integrada de Hogares del
año pasado es el de la migración urbana - urbana, ocasionada principalmente por
desplazamientos entre ciudades o entre municipios. Se presume igualmente que di-
cho flujo continúa debido a que no hay atisbos oficiales de encarar la inestabilidad
residencial, en particular de aquellos que residen en municipios que rodean a las
principales ciudades. Estos desplazamientos, si bien implican cambio de residencia,
pueden ser de muy corta distancia, incluso dentro de un mismo departamento.
Se ha conocido también que durante el año continuó y se agravó la migración de
indígenas, principalmente hacia Asunción. Este fenómeno, que se ha venido
agudizando durante los últimos años, es resultado del despojo de sus tierras, situa-
ción a la que los indígenas se ven sometidos por las pésimas políticas referidas a
ellos implementadas por el gobierno. Para las parcialidades que residen en el este
de la región oriental del país, es de esperar que este problema se agudice debido al
desmesurado incremento del precio de las tierras por el avance de la frontera de la













































La disponibilidad actual de los “lineamientos para la formulación de una política
migratoria nacional” y el inicio a corto plazo de la formulación de la política migratoria
propiamente tal, contemplan no sólo la revisión del actual marco normativo para las
migraciones en el país, sino la revisión completa de la carta orgánica de la Dirección
General de Migraciones, la reglamentación de la mayoría de los artículos de la actual
Ley 978/96 de Migraciones, su eventual modificación o incluso su derogación y pro-
mulgación de una nueva y debe incluirse en esta revisión lo concerniente a la nueva
ley de visas que la Cancillería parece estar elaborando.
El gobierno ha manifestado su intención de convertir este proceso de formulación
de la política en uno participativo (como de hecho fue la formulación de los
lineamentos). La política incluirá también un rediseño de la articulación de compe-
tencias y la creación de una instancia de conducción política y de gobierno de las
migraciones, como la Comisión Nacional de Migraciones, cuya creación se está pro-
poniendo.
Es la circunstancia adecuada para que los organismos de defensa de los derechos
humanos, la pastoral migratoria de las iglesias y personas interesadas puedan hacer
oír su voz e incluir sus planteamientos en la propuesta. Tanto la Organización Inter-
nacional para las Migraciones como el Fondo de Población de Naciones Unidas, que
apoyarán esta iniciativa, tienen también sus planteamientos en esta dirección.
Por otro lado, se considera oportuno que organizaciones vinculadas a los derechos
humanos de los migrantes establezcan un diálogo más fluido y permanente con las
nuevas autoridades de la Dirección General de Migraciones que han asumido luego
del cambio de gobierno de agosto pasado. La orientación más técnica, así como el
funcionamiento transparente que intentan imprimir a la institución, merecen ser
acompañados hasta que se muestre lo contrario.
En general, los problemas de corrupción por autoridades jerárquicas y de menor
rango contra los migrantes son poco conocidos. Algunos estudios elaborados du-
rante el año en el marco del proyecto de la Cancillería con la Organización Interna-
cional para las Migraciones dieron a conocer que ciertos grupos migrantes pobres,
principalmente bolivianos y peruanos, aunque no solamente ellos, son permanente-
mente acosados por esas autoridades. Las organizaciones no gubernamentales de
derechos humanos y los organismos encargados de velar por su cumplimiento de-
bieran denunciar sistemáticamente tales hechos, que en no pocas ocasiones son
ocultados por los propios damnificados por temor a represalias mayores.
Sobre el tema del avance de la agricultura capitalista por sobre la campesina (opera-
da principalmente por brasileños y menonitas), las organizaciones sociales están
empezando a analizar la situación, principalmente las organizaciones campesinas.
Una vez llegada a una posición de consenso, lo cual sería relativamente fácil ya que
existe una simpatía generalizada en la opinión pública sobre la defensa de la sobera-






































tema en el marco más amplio de las negociaciones con Brasil. Ciertamente, no bajo
la forma de una ley de seguridad fronteriza (que sería más un problema que una
solución). La defensa del campesinado nacional, frenar la emigración campo - ciu-
dad, preservar el medio ambiente, y otros temas vinculados pueden, claramente, ser
materia de debate con Brasil, del cual podrían sacarse, si se actúa inteligentemente,
muchas ventajas.
El tema de la regularización migratoria de los extranjeros en el país y de los paragua-
yos en el exterior debe ser materia de preocupación prioritaria por parte de la Di-
rección General de Migraciones y la Cancillería respectivamente, así como tema de
presión por parte de las organizaciones sociales (preferiblemente de los propios
migrantes) y las no gubernamentales.
Finalmente, es de esperar que durante el próximo año se materialice el viejo sueño
de los paraguayos en el exterior de no perder su ciudadanía cívica conquistando el
derecho al voto. Para ello debiera apoyarse a las organizaciones de paraguayos en el

































































1 Agradecemos la colaboración de Julio Fretes de la Asociación de Ciegos del Paraguay (ACIP) y de Emilio Pineda, de la
Asociación de Sordos del Paraguay, en la provisión de información para este informe.
MARCO LEGAL
Como ya se señalara el pasado año, no existen en el país políticas ni marco legislati-
vo adecuado para el pleno ejercicio de los derechos de personas impedidas, a pesar
de estar explícitamente enunciado en el artículo 58 de la Constitución Nacional y
otros articulados. Sin embargo, podemos citar algunas normas y leyes que hacen
mención a los derechos de personas impedidas:
• La ley 780/79 que crea el Instituto Nacional de Protección a personas excep-
cionales. Esta ley, de 1979, aún no fue reglamentada y debe ser adecuada a los
lineamientos internacionales en la materia.
• La ley 122/90 establece derechos y privilegios para los impedidos. Esta ley
tampoco fue reglamentada.
• El Código de la Niñez y la Adolescencia, ley N° 1680, en sus artículos 22 y 23
hablan de la obligatoriedad de atención a las necesidades educativas especia-
les y de la atención y la rehabilitación en casos de niñas, niños y jóvenes con
discapacidad.
La situación de exclusión de las personas con
discapacidad en las políticas sociales nacionales
Claudia Pacheco
Martha Horvath1
Coordinadora Nacional de ONGs por la Promoción Social
de las Personas con Discapacidad (CONAPRODIS)
Ante la falta de políticas y de instrumentos normativos eficientes,
que evidencian el desinterés del Estado e invisibilizan las discrimi-
naciones que sufren las personas con impedimentos, las
oganizaciones de la sociedad civil intentan paliar estas ausencias
con propuestas y presión para lograr políticas integrales que pro-











































• La Convención Interamericana para la Eliminación de todas las Formas de
Discriminación contra las personas con discapacidad ha sido aprobada por
ley Nº 1925 el 19 de junio de 2002.
• La ley de educación y la de salud también hablan de la obligatoriedad de la
atención a las necesidades especiales.
• La Unidad de Derechos Humanos de la Corte Suprema de Justicia, en su plan
estratégico 2002 - 2005 aprobado por acta N° 31 del 8 de agosto de 2002,
incluye la problemática de género e infancia, pero no el área de discapacidad.
• Algunos jueces han sentado valiosa jurisprudencia al disponer la comparecencia
de intérpretes de lenguaje de señas en casos que involucran a personas sordas.
• Existe actualmente en la Cámara de Diputados un proyecto de ley que estable-
ce la obligatoriedad y contratación de personas excepcionales en las institu-
ciones públicas.
Según estadísticas del Ministerio de Educación, sólo el 1% de los niños con necesi-
dades especiales están en el sistema regular de enseñanza, muchos de los cuales
presentan dificultades de ingreso por falta de recursos económicos y profesionales
calificados.
Los Centros de Salud no cuentan con servicios de rehabilitación. Los programas de
prevención solo se dan a través de las campañas de vacunación.
Siguen siendo muy escasos los fondos del Estado dirigidos a este colectivo y no se
vislumbra una política clara en ese sentido. Del mismo modo, el 99% de las activida-
des de esparcimiento están a cargo de las organizaciones de padres. Los espacios
públicos, con algunas excepciones, no son adecuados para la inclusión de la diver-
sidad de personas con impedimentos.
En materia de salud mental los problemas son muy similares a los de años anterio-
res. Este año se habilitó un centro de atención particular, pero de muy poco alcance.
Este problema se viene agudizando año a año sin que se tenga perspectivas de mejora.
No existen hogares nacionales de atención para los niños con discapacidad severa  y
los centros particulares, atendidos por la sociedad civil están abarrotados y sin pre-
supuesto para ampliar su cobertura.
Continúa el déficit en transportes públicos adaptados a las necesidades de personas
con discapacidades. La eliminación de barreras arquitectónicas es otra de las mate-
rias pendientes de los municipios, algunos de los cuales cuentan con ordenanzas
municipales que no son cumplidas.
Ante la falta de políticas públicas y de instrumentos normativos eficientes, que evi-
dencian el desinterés del Estado e invisibilizan las discriminaciones y desigualdades
que sufren las personas con impedimentos, las organizaciones de la sociedad civil,
con el apoyo o auspicio de organismos multilaterales y agencias de cooperación,
intentan paliar estas ausencias con propuestas y presión para lograr implementar

































































ACCIONES DESDE EL ESTADO
• La representación en Paraguay de la Organización Panamericana de la Salud
(OPS) está apoyando al Ministerio de Salud Pública a través de la Dirección de
Bienestar Social en la aplicación de la rehabilitación basada en la comunidad
como una forma de llegar a los municipios más alejados y con menos posibi-
lidades de atención a este colectivo. Es derecho de todas las personas con
necesidades especiales recibir atención y este tipo de rehabilitación es factible
y más adecuado a la realidad del país. Se ha constituido un comité nacional
integrado por representantes de instituciones del Estado, asociaciones de perso-
nas con discapacidad y de la sociedad civil. Ya se cuenta con relevamientos de
datos de varias comunidades.
• La Dirección de Bienestar Social, con el apoyo del Real Patronato de
Discapacidad de España, la OPS y la Asociación de Municipalidades del Area
Metropolitana (AMUAM) ha iniciado, a través de un taller de sensibilización,
el tratamiento de eliminación de barreras arquitectónicas y físicas.
• La Dirección de Educación Especial del Ministerio de Educación y Cultura con
el apoyo de la UNESCO realizó seminarios sobre escuelas inclusivas a nivel
nacional dirigidos al personal superior de las instituciones educativas. Hasta
la fecha no se conoce evaluación ni seguimientos de las acciones de las escue-
las en ese campo.
• La Municipalidad de Asunción organiza talleres desde su Departamento de
Atención a las Personas con Capacidades Diferentes. Aquí es triste resaltar que
el departamento que llevaba adelante estas acciones ha quedado con una sola
encargada debido a que la técnica ha sido despedida.
• La Justicia Electoral ha realizado capacitación a las personas portadoras de
discapacidad en edad de votar para ejercer ese derecho sin mayores dificulta-
des. Puso especial énfasis en facilitar la accesibilidad no solo física sino tam-
bién el acceso a la información, dotándolas de urnas electrónicas con facilida-
des para la utilización de personas ciegas y con baja visión.
ACCIONES DESDE LA SOCIEDAD CIVIL
La CONAPRODIS elaboró un formulario de denuncias de violación de los derechos
que está en fase de divulgación y validación. Fue presentado a representantes de las
Consejerías por los Derechos de la Niñez (CODENIS), a organizaciones de familiares
y personas con discapacidad. Quedan pendientes encuentros con representantes de
las organizaciones gubernamentales para la entrega oficial de dicho formulario.
En junio, con el apoyo de la Fundación Avina, se inició un autodiagnóstico de las
organizaciones integrantes con el fin de fortalecerlas y capacitarlas en incidencia en












































Las CODENIS, desde el año 2001 dan orientación para la detección y acompaña-
miento de niños/as y jóvenes con discapacidad, a fin de asegurar el lema “todos los
derechos para todos los niños y niñas”.
UNICEF - Paraguay, cuenta con una mesa consultiva para primera infancia, de 0 a 5
años, con enfoque en los derechos de los niños y niñas, con la participación de las
organizaciones no gubernamentales Global…Infancia, Rondas y el Instituto Nacio-
nal de Protección para Personas Excepcionales (INPRO).
A continuación hacemos mención a alguna de las acciones de las organizaciones de
personas con discapacidad y las de padres a fin de paliar en muchos casos el incum-
plimiento de la legislación y las ordenanzas en lo referente a la atención a la salud, la
educación adecuada, el trabajo y la recreación:
• La ACIP realiza gestiones con el fin de que todos los hospitales públicos nacio-
nales y regionales cuenten con servicios de oftalmología para asegurar la aten-
ción y sobre todo la prevención de la ceguera. Respecto al trabajo, el convenio
firmado con la Fundación ONCE para América Latina (FOAL) hizo posible la
creación de puestos de trabajo para 120 personas ciegas o de baja visión.
• La Asociación de Sordos provee de fuentes de trabajo a través de su
microempresa en madera y costura. Considerando que muchas personas con
impedimentos auditivos tienen graves dificultades para conseguir trabajo a
pesar de su buena formación laboral, está expandiendo sus acciones al inte-
rior del país formando filiales. Han logrado incluir a personas sordas en los
cursos de capacitación docente con miras a lograr una mejor participación en
la tarea educativa de los niños y niñas sordos. Señalemos que hasta el momen-
to la educación en las escuelas especiales sigue un método oral con pocos
recursos de comunicación visual y se desalienta o reprime una forma natural
para la persona sorda: el lenguaje por señas.
El déficit que arrastran en el sistema educativo repercute en otros aspectos.
Por tal motivo, se realizan gestiones con el Servicio ddNacional de Promoción
Profesional (SNPP) para la creación de cursos con instructores laborales sor-
dos y cursos cortos con servicio de intérprete. Además impulsan acciones para
que el lenguaje de señas sea reconocido oficialmente, lenguaje considerado
por los mismos como requisito imprescindible para la plena vigencia de sus
derechos.
• La Asociación de Impedidos Físicos realiza la construcción de un complejo
deportivo adaptado a sus asociados con fondos de la Secretaría de Acción
Social (SAS). Respecto a la educación, desde hace varios años promueve la
capacitación en informática, invirtiendo en equipos adecuados y un servicio
de transporte adaptado a las personas con discapacidad.
Las organizaciones de padres realizan acciones de rehabilitación, de atención a la salud,
a la educación, esparcimiento, etc., supliendo en muchos casos el rol del Estado.
Es preocupante que las organizaciones de personas con discapacidad sigan traba-

































































lar. Muchos de los problemas expuestos podrán ir desapareciendo con una presión
más sistemática de parte de las organizaciones de personas con discapacidad orga-
nizadas y fortalecidas.
RECOMENDACIONES
• Es imprescindible la creación de mecanismos legales y políticas públicas inte-
grales a fin de asegurar a las personas con discapacidad el pleno ejercicio de
la ciudadanía y de sus derechos como persona.
• Además, es necesaria la difusión de información actualizada sobre el tema,
incluida la implementación de un adecuado sistema de recolección de datos y
de producción estadística que ilustren sobre la situación de los derechos
• Los organismos gubernamentales y no gubernamentales en acciones coordi-
nadas y conjuntas deberían trabajar por el reconocimiento de competencia
por parte del Estado de los mecanismos de protección de los instrumentos
internacionales de los derechos humanos en lo que hace a las personas con
algún tipo de discapacidad, sea ésta sensorial, física, mental o cognitiva.
• Continuar desde las organizaciones no gubernamentales del sector con el
monitoreo de la actuación del Estado en relación a la aplicación de derechos
a personas en situación de desventaja, como es el caso de las personas con
discapacidad  y exploración de los mecanismos de protección interna e inter-
nacional.
• La participación de las personas con discapacidad, sus familiares, sus organi-
zaciones y las organizaciones de la sociedad civil y de la comunidad debería
ser tenida en cuenta siempre en el diseño, ejecución y monitoreo de políticas
públicas, planes de acción y programas dirigidos a la inclusión social, educa-
tiva, laboral, cultural y política que se haga al respecto.
